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 ORDEN DEL DÍA 

SESIÓN DEL DÍA 31 DE MAYO DE 2016 

 

1.- Lista de asistencia y declaratoria de quórum inicial. 

 

2.- Lectura y, en su caso, aprobación del orden del día. 

 

3.- Correspondencia. 

 

4.- Iniciativa que presenta el diputado David Homero Palafox Celaya, con punto de 

Acuerdo mediante el cual este Poder Legislativo resuelve exhortar a los 72 

ayuntamientos para que, en el ámbito de sus facultades, creen e instalen 

Subprocuradurías de la Defensa del Adulto Mayor como unidades administrativas 

adscritas a los Sistemas DIF Municipales de sus localidades y que tengan como 

objeto la observancia de los derechos de los adultos mayores, y el cumplimiento de 

las disposiciones contenidas en la Ley de los Adultos Mayores del Estado de 

Sonora, y se establezcan para este fin, convenios de coordinación con el Sistema 

para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Sonora, a través de la 

Procuraduría de la Defensa del Adulto Mayor.  

 

5.- Iniciativa que presenta el diputado Moisés Gómez Reyna, con proyecto de Ley de 

Disciplina Financiera del Estado de Sonora. 

 

6.- Iniciativa que presentan los diputados integrantes del Grupo Parlamentario de 

Nueva Alianza, con punto de Acuerdo mediante el cual este Poder Legislativo 

resuelve exhortar a la Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Sonora,  para que a 

través de la Secretaría de Educación y Cultura, se ratifique la vigencia y 

permanencia de los beneficios obtenidos del Programa de Carrera Magisterial, esto 

a favor de los trabajadores de la educación; puntualizándose y difundiendo 

ampliamente, que el estímulo obtenido del Programa de Carrera Magisterial, 

conserva las repercusiones en Seguridad Social y demás Prestaciones, y se informe 

con precisión que estas se preservan aun si fuese necesario que su pago se realice 

descompactado del sueldo tabular del concepto 07. 

 

7.- Iniciativa que presenta la diputada Sandra Mercedes Hernández Barajas, con 

proyecto de Decreto que adiciona diversas disposiciones a la Ley del Registro Civil 

para el Estado de Sonora. 

    

8.- Iniciativa que presenta el diputado Jorge Luis Márquez Cázares, con proyecto de 

Decreto que reforma y deroga diversas disposiciones del Código Penal del Estado 

de Sonora.  

 

9.- Iniciativa que presentan los diputados integrantes de la Comisión de Régimen 

Interno y Concertación Política, con punto de Acuerdo mediante el cual este Poder 

Legislativo crea la Comisión Especial para los Festejos del Centenario de la 

Promulgación de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la 

Constitución Política del Estado de Sonora. 
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10.- Dictamen que presenta la Comisión de Energía, Medio Ambiente y Cambio 

Climático, con punto de Acuerdo mediante el cual este Poder Legislativo resuelve 

exhortar al Director General de la Comisión Federal de Electricidad (CFE), Doctor 

Enrique Ochoa Reza, y al Titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del 

Gobierno Federal, Doctor Luis Videgaray Caso, a efecto de que, en el marco de sus 

atribuciones competenciales, realicen las acciones conducentes para reclasificar la 

tarifa de energía eléctrica de uso doméstico que actualmente se cobra en los 

municipios de Agua Prieta, Nogales, San Luis Rio Colorado, Cananea, General 

Plutarco Elías Calles, Guaymas, Empalme, Caborca y Puerto Peñasco, Sonora, a fin 

de que se cobre una tarifa con mayor subsidio federal y esté más acorde a sus 

condiciones climatológicas, lo que redunde en una mejora de la economía de las 

familias en estos municipios. 

 

11.-  Clausura de la sesión y citatorio para la próxima. 
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CORRESPONDENCIA DE LA SESION DE 

31 DE MAYO DE 2016 

 

26-mayo-2016 Folio 0948 

Escrito del Presidente Municipal del Ayuntamiento de San Pedro de la Cueva, Sonora, con 

el que remite a este Poder Legislativo, acta certificada en donde consta que ese órgano de 

gobierno municipal, aprobó la Ley número 91, que reforma el artículo 150-A de la 

Constitución Política del Estado de Sonora. RECIBO Y SE ACUMULA AL 

EXPEDIENTE RESPECTIVO. 

 

26-mayo-2016 Folio 0949 

Escrito del Subsecretario de Enlace Legislativo, Municipal e Institucional del Estado de 

Sonora, con el que remite a este Poder Legislativo, por instrucciones del Secretario de 

Gobierno, oficio número UAJ-855/16, signado por el licenciado Sergio Cuellar Urrea, 

Titular de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaria de Educación y Cultura, a través 

del cual comunica sobre las acciones implementadas respecto a la descripción del puesto de 

Trabajo Social. RECIBO Y SE ACUMULA AL EXPEDIENTE DE ACUERDO 

NÚMERO 84, APROBADO POR LA DIPUTACIÓN PERMANENTE DE ESTE 

PODER LEGISLATIVO. 

 

26-mayo-2016 Folio 0950 

Escrito del Coordinador Estatal de la Organización Nacional de Protección al Patrimonio 

Familiar A. C., dirigido a la Gobernadora del Estado de Sonora, con copia para este Poder 

Legislativo, con el que solicita la suspensión a los decomisos y/o detención de vehículos 

irregulares y la tolerancia suficiente para que puedan seguir circulando, ya que despojarlos 

de los mismos sería una grave lesión al patrimonio de los miles de sonorenses que poseen 

un vehículo de ese tipo. RECIBO Y ENTERADOS.   

 

27-mayo-2016 Folio 0951 

Escrito del Síndico Municipal del Ayuntamiento de Huépac, Sonora, con el que remite a 

este Poder Legislativo, acta certificada en donde consta que ese órgano de gobierno 

municipal, aprobó la Ley número 91, que reforma el Artículo 150-A de la Constitución 
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Política del Estado de Sonora. RECIBO Y SE ACUMULA AL EXPEDIENTE 

RESPECTIVO. 

 

27-mayo-2016 Folio 0952 

Escrito del Secretario General del Congreso del Estado de Nayarit, con el que remite a este 

Poder Legislativo, acuerdo mediante el cual se exhorta a las legislaturas de las entidades 

federativas que aún no lo hayan hecho para que establezcan y en su caso armonicen sus 

respectivas legislaciones en torno a la figura del divorcio sin expresión de causa. RECIBO 

Y SE REMITE A LA COMISIÓN DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS. 

 

27-mayo-2016 Folio 0953 

Escrito del Secretario General del Congreso del Estado de Nayarit, con el que remite a este 

Poder Legislativo, acuerdo mediante el cual se exhorta a las legislaturas de las entidades 

federativas a que realicen modificaciones a su legislación en materia familiar. RECIBO Y 

SE REMITE A LA COMISIÓN DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS.  
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HONORABLE ASAMBLEA: 

 

El suscrito, David Homero Palafox Celaya, diputado integrante del Grupo Parlamentario 

del Partido Revolucionario Institucional, de esta Sexagésima Primera Legislatura en 

ejercicio de mi derecho de Iniciativa previsto por los artículos 53, fracción III de la 

Constitución Política del estado de Sonora y 32, fracción II de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo del Estado de Sonora, comparezco ante esta Asamblea Legislativa con el objeto 

de someter a su consideración, la iniciativa del siguiente: 

 

PUNTO DE ACUERDO 

 

Mediante el cual se exhorta a los 72 presidentes municipales de los ayuntamientos del 

Estado de Sonora para que en el ámbito de sus facultades creen e instalen Subprocuradurías 

de la Defensa del Adulto Mayor como unidades administrativas adscritas a los Sistemas 

DIF Municipales de sus localidades y que tengan como objeto la observancia de los 

derechos de los adultos mayores, y el cumplimiento de las disposiciones contenidas en la 

Ley de los Adultos Mayores del Estado de Sonora, y se establezcan para este fin, convenios 

de coordinación con el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de 

Sonora a través de la Procuraduría de la Defensa del Adulto Mayor, para lo cual nos 

permitimos hacer de su conocimiento la siguiente:  

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El artículo 1º de la Constitución Política de Sonora establece que los 

Derechos del Hombre son la base y el objeto de las instituciones sociales y que en el Estado 

de Sonora toda persona gozará de los derechos humanos reconocidos en la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el 

Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no 

podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la propia 

Constitución Federal establezca, quedando las autoridades, los funcionarios y empleados 
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del Estado y Municipios obligados a respetar y hacer respetar, en la órbita de sus 

facultades, las garantías y las prerrogativas que esta Constitución Local concede.  

 

Con fecha 07 de septiembre de 2007, mediante la edición especial 

No. 14 del Boletín Oficial del Estado, se expidió la Ley 80 de los Adultos Mayores del 

Estado de Sonora cuyo objeto es proteger y reconocer los derechos de las personas de 

sesenta años de edad en adelante, sin distinción alguna, para proporcionarles una mejor 

calidad de vida y su plena integración al desarrollo social, económico, política y cultural. 

 

Con fecha 09 de enero de 2014, mediante reforma a la Ley 80 de los 

Adultos Mayores del Estado de Sonora, expedida mediante decreto publicado en el Boletín 

Oficial No. 3, Sección VII, se creó la Procuraduría de la Defensa del Adulto Mayor como 

un órgano desconcentrado, jerárquicamente subordinado al organismo público 

descentralizado denominado Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de 

Sonora. 

 

La Ley de los Adultos Mayores del Estado de Sonora en su artículo 2 

establece que: “La aplicación, seguimiento y vigilancia de esta ley corresponde al Ejecutivo 

Estatal y a los ayuntamientos de los municipios del Estado, por conducto de las 

dependencias y entidades de la administración pública estatal y municipal, en el ámbito de 

su respectiva competencia”, mientras que el artículo 4 indica que “El Gobierno del Estado y 

los ayuntamientos deberán prever, en su proyecto de presupuesto de egresos, los recursos 

necesarios para la atención integral de los adultos mayores.” 

 

Asimismo, el artículo 6 fracción V del mismo ordenamiento, señala 

que “Son principios rectores en la observación y aplicación de esta ley la Atención 

diferenciada: Entendido como la obligación de las dependencias y entidades del Gobierno 

del Estado y municipios a implementar programas acordes a las diferentes etapas, 

características y circunstancias de los adultos mayores.”  
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Por su parte, dicha Ley en el artículo 13 fracción establece que son 

atribuciones del Titular del Poder Ejecutivo, entre otras Concertar con la Federación, 

Estados, municipios y sectores social y privado, los convenios que se requieran para la 

realización de programas de defensa, representación jurídica, protección, provisión, 

prevención, participación y atención.  

 

Resulta importante mencionar que es en el artículo 25 del citado 

instrumento legal donde se indica de manera puntual las obligaciones y atribuciones que 

tienen  los ayuntamientos, en materia de adultos mayores, resaltando las siguientes: 

 

“I.- Formular y desarrollar programas municipales de atención y 

protección de los derechos de los adultos mayores, en congruencia con los Planes Nacional, 

Estatal y Municipal de Desarrollo; 

 

II.- Prever, dentro de sus presupuestos de egresos, la asignación de 

recursos públicos para garantizar el cabal ejercicio de sus atribuciones en esta materia; 

 

III.- Fomentar e impulsar el desarrollo integral de los adultos 

mayores”, entre otras. 

 

En este sentido, el artículo 40 de ese ordenamiento, mandata a que: 

“Las administraciones públicas del Estado y municipios, a través de la dependencias o 

entidades competentes, formularán e implementarán programas de protección a la 

economía para la población de adultos mayores, de tal manera que éstos se vean 

beneficiados al adquirir algún bien o utilizar algún servicio y se encuentren debidamente 

informados para hacer valer este derecho.  

 

Además, dicha ley en su artículo 41, indica que “Las 

administraciones públicas del Estado y municipios, a través de las dependencias o entidades 

competentes, promoverán la celebración de convenios con la iniciativa privada, a fin de que 

se instrumenten campañas de promociones y descuentos en bienes y servicios que 
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beneficien a los adultos mayores. Mientras que el artículo establece que “Las 

administraciones públicas del Estado y municipios, a través de las dependencias o entidades 

competentes, promoverán la instrumentación de descuentos en el pago de derechos por los 

servicios que otorgan, cuando el usuario de los mismos sea una persona adulta mayor.”  

 

Que los 72 municipios del estado de Sonora tiene interés común con 

el Gobierno del Estado en la planeación y la planificación de las intervenciones a favor de 

las personas adultas mayores, de manera que la política pública contenga los lineamientos 

programáticos para llevarla a cabo, razón por se considera necesario que suscriban 

convenios de coordinación entre ambas partes, con la finalidad de proporcionar servicios 

integrales a favor de las personas adultas mayores del municipio en mención. 

 

En este sentido, es necesario establecer de manera conjunta dichas 

políticas públicas reconociendo que los problemas más graves que enfrentan las personas 

adultas mayores son, en gran parte, cuestiones socialmente construidas desde la concepción 

de edad social de la vejez, y que a través  de la oportuna acreditación y coparticipación del 

adulto mayor y el seguimiento institucional de programas sensibles con calidad y calidez, 

multi e interdisciplinarios en un procedimiento de continuo crecimiento del conocimiento y 

aplicación profunda de la gerontología, harán que la intervención con el adulto mayor les 

sea favorable en su desarrollo humano y social. 

 

Resulta de suma importancia que los 72 municipios se sumen al 

esfuerzo que realiza el Gobierno del estado a través de DIF Sonora y la Procuraduría de la 

defensa del Adulto Mayor y en conjunto crear conciencia de la creciente demográfica y la 

gran valía humana que este sector tiene en sí mismo y al cual es necesario atender con 

actividades que logren su respeto y bienestar en todos los órdenes, particularmente en el 

jurídico, económico, médico, psicológico, familiar y social. Por lo que deben que estar 

dispuestos a colaborar en la esfera de sus respectivas competencias para la realización de 

los programas de atención de las personas adultas mayores en situación de riesgo o 

desamparo que bajo el marco de convenios de coordinación que se propongan. 
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Por lo anterior, se somete a su consideración el siguiente  

 

PUNTO DE ACUERDO 

ÚNICO.- El Congreso del Estado de Sonora, resuelve exhortar, respetuosamente, a los 72 

presidentes municipales de los ayuntamientos del Estado de Sonora, para que en el ámbito 

de sus facultades, creen e instalen Subprocuradurías de la Defensa del Adulto Mayor como 

unidades administrativas adscritas a los Sistemas DIF Municipales de sus localidades y que 

tengan como objeto la observancia de los derechos de los adultos mayores y el 

cumplimiento de las disposiciones contenidas en la Ley de los Adultos Mayores del Estado 

de Sonora, y se establezcan para este fin, convenios de coordinación con el Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Sonora, a través de la Procuraduría de la 

Defensa del Adulto Mayor. 

 

Finalmente, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 124, 

fracción III de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, solicito se declare el presente asunto 

como de urgente y obvia resolución y se dispense el trámite de Comisión para que sea 

discutido y decidido, en su caso, en esta misma sesión ordinaria.  

 

ATENTAMENTE 

Hermosillo, Sonora, a 30 de mayo de 2016. 

 

C. DIP. DAVID HOMERO PALAFOX CELAYA 
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HONORABLE ASAMBLEA:  

 

El suscrito, Moisés Gómez Reyna, integrante del Grupo 

Parlamentario del Partido Acción Nacional de esta Sexagésima Primera Legislatura, en 

ejercicio de las atribuciones previstas por los artículos 53, fracción III, de la Constitución 

Política de Sonora, y 32, fracción II, de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, acudo 

respetuosamente ante esta Asamblea, con el objeto de poner a consideración de la misma, la 

siguiente iniciativa con proyecto de Ley de Disciplina Financiera del Estado de Sonora, de 

conformidad con la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El pasado 27 de abril se publicó en el Diario Oficial de la Federación 

el Decreto con el que se expidió la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 

Federativas y los Municipios, la cual tiene como objetivo el establecimiento de principios 

presupuestarios, de deuda pública y transparencia, que permitan un manejo sostenible de las 

finanzas públicas, incluyendo el uso responsable y moderado del endeudamiento público 

para financiar el desarrollo. 

 

En otras palabras, el propósito de esta legislación es fortalecer el 

proceso de planeación y programación del presupuesto de las entidades federativas y los 

municipios, además de ayudar en la toma de decisiones presupuestarias a los Ejecutivos 

estatales y municipales, y a los congresos de los estados. 

 

Ahora nos corresponde aquí en el Congreso local hacer nuestra tarea 

y expedir una Ley de Disciplina Financiera del Estado de Sonora, que esté a tono con las 

nuevas disposiciones federales, pero que sobre todo garantice a los sonorenses que se hará 

un uso responsable y moderado del presupuesto y del endeudamiento público.  
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Esto es una exigencia de la ciudadanía imposible de ignorar, pero 

también es una necesidad apremiante para que Estado y municipios cuenten con finanzas 

sanas, y estén en posibilidades de cumplir sus obligaciones con los ciudadanos. 

 

Para tener una idea más clara de lo importante que es contar con una 

regulación de este tipo, es indispensable hacer referencia de lo que ha sucedido con las 

finanzas estatales en los últimos 13 años, independientemente de la extracción partidista de 

los gobiernos que han estado en funciones durante este lapso. 

 

Por ejemplo, el Presupuesto de Egresos del Estado ha pasado de 14 

mil 346.6 millones de pesos en 2003 a un total de 54 mil 628.6 en este 2016, lo que 

significa que en los últimos 13 años el gasto estatal se ha incrementado en un 281%. 

 

En contraste el valor de la economía sonorense, medido a través del 

Producto Interno Bruto (PIB), sólo ha aumentado en el mismo lapso en un 201% a pesos 

corrientes. Esto en otras palabras significa que el gasto estatal ha crecido aceleradamente, 

sin que ello se refleje necesariamente en un mayor dinamismo de la economía estatal. 

 

Por otra parte, de 2003 a 2016 el gasto en sueldos y prestaciones para 

la burocracia estatal se ha incrementado en un 132%, mientras que de marzo de 2003 a 

marzo de 2016 el salario promedio de los trabajadores sonorenses asegurados ante el IMSS 

ha aumentado en sólo un 90.9%. Esto en otras palabras, significa que los sueldos y 

percepciones de la burocracia estatal han crecido por encima de los ingresos del promedio 

de los sonorenses. 

 

En cualquier curso de economía básico se enseña que sólo existen 3 

formas en que un gobierno eleve su gasto: Uno es emitiendo dinero, otro elevando los 

ingresos y finalmente gracias a una mayor deuda. 
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Sabemos que desde le época revolucionaria el Estado de Sonora no 

puede emitir dinero, y también podemos tener claro que en los últimos 13 años no se ha 

dado un incremento sustancial en los ingresos propios del estado. 

 

Por todo esto, no es difícil suponer que el aumento del gasto en 

Sonora se ha dado gracias a un incremento importante de la deuda pública estatal, no sólo 

del Gobierno del Estado, sino también de los organismos paraestatales y paramunicipales y 

de los ayuntamientos. 

 

Y esto lo corroboran los datos de la Secretaría de Hacienda federal, 

ya que al 2003 la deuda pública de Sonora, incluyendo Gobierno del Estado, municipios y 

organismos, sumaba un total de 5 mil 460.2 millones de pesos, mientras que al primer 

trimestre de este 2016 ya asciende a 23 mil 039.2 millones de pesos, lo que significa un 

incremento de 322% en los últimos 13 años. 

 

Eso quiere decir que la deuda pública estatal ha crecido por encima 

de la economía, por arriba de los salarios de la población que paga impuestos, y por encima 

del propio gasto del estado.  

 

Este ritmo de gasto y endeudamiento es insostenible en el futuro 

cercano y nos exige actuar con prontitud para evitar que se ponga en riesgo la estabilidad de 

las finanzas tanto del Estado, como de los municipios, y que con ello peligre que los 

gobiernos cumplan sus obligaciones básicas con los ciudadanos. 

 

Por todo esto y a fin de garantizar un manejo sostenible de las 

finanzas estatales y municipales, y que se dé un uso moderado y responsable del 

endeudamiento público, la presente iniciativa de Ley de Disciplina Financiera del Estado de 

Sonora contempla entre sus principales puntos, los siguientes: 

 

1. El Gobierno del Estado y los municipios estarán obligados a contar con finanzas 

sanas y sostenibles, es decir, se buscará que siempre exista un equilibrio entre los 
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ingresos y los egresos de los entes públicos. Además el endeudamiento que se 

pretenda contratar deberá estar siempre dentro del techo financiero que determine el 

Sistema de Alertas previsto en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades 

Federativas y los Municipios. 

 

2. Sólo podrá presentarse un balance negativo en las finanzas estatales cuando se 

presente una caída en la economía nacional y en las participaciones federales 

previstas en el Presupuesto de Egresos y en caso de que se presenten desastres 

naturales que generen costos extraordinarios de reconstrucción. 

 

3. De aprobarse esta iniciativa de ley en los términos que es presentada, toda propuesta 

de aumento al gasto deberá estar acompañada igualmente de una propuesta de 

ingreso o de ajuste en otras previsiones de gasto, esto para mantener en todo 

momento el balance presupuestario. 

 

4. Para evitar que eventos catastróficos desequilibren las finanzas estatales, se 

establecerá que el Estado asigne recursos para atender desastres naturales, los cuales 

como mínimo deberán ascender al 10% de las aportaciones que haya realizado el 

Gobierno del Estado en los últimos 5 años por concepto de reconstrucción de 

infraestructura. 

 

5. Se imponen límites al crecimiento anual de los recursos destinados al pago de 

salarios y prestaciones de la burocracia estatal, cuyo incremento anual no excederá 

el 3% de crecimiento real o será igual a la variación del Producto Interno Bruto 

(PIB) nacional previsto en los Criterios Generales de Política Económica del 

ejercicio para el que se esté presupuestando. La tasa tope de aumento será la que 

resulte menor de estos dos parámetros. 

 

6. Los ingresos excedentes ya no podrán emplearse a discreción del gobernante en 

turno. Esta iniciativa de ley establece que al menos el 50% del total deberá 

emplearse en amortizaciones anticipadas de la deuda, el pago de adeudos de 
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ejercicios fiscales anteriores y otras obligaciones, así como en aportaciones para el 

fondo de desastres naturales y al fondo de pensiones. En caso de presentarse algún 

remanente después de cubrir estas obligaciones, sólo podrá emplearse en inversión 

productiva o para la creación de un fondo que compense caídas de ingresos en 

ejercicios subsecuentes. 

 

7. En el caso de presentarse una reducción de los ingresos estatales, de aprobarse esta 

iniciativa, el Gobierno del Estado deberá reducir en automático su gasto en 

comunicación social, gasto corriente, y servicios personales, particularmente en las 

percepciones extraordinarias de la burocracia estatal. 

 

8. Todas las iniciativas que se presenten en el pleno de este Congreso deberán contar 

con una estimación de impacto presupuestario, así mismo el Ejecutivo del Estado 

deberá realizar una estimación del impacto presupuestario de las iniciativas o 

decretos que ponga a consideración del Congreso del Estado. 

 

9. Al igual que el Estado, los municipios estarán obligados a contar con balances 

presupuestarios sostenibles y su endeudamiento igualmente estará sujeto a no 

exceder el techo de financiamiento establecido por el Sistema de Alertas establecido 

en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios. 

 

10. En lo referente a contratación de deuda pública y otras obligaciones, esta iniciativa 

de ley ratifica que la contratación de nueva deuda de largo plazo, ya sea estatal o 

municipal, requiere invariablemente la aprobación de dos terceras partes de los 

diputados que constituyen este Congreso del Estado. 

 

11. El Gobierno del Estado podrá reestructurar o refinanciar su deuda sin autorización 

del Congreso en caso de que logre refinanciamientos con mejores tasas de interés, y 

también siempre y cuando no se amplíe el saldo insoluto y no se extienda el plazo 

de vencimiento original de los financiamientos a reestructurar. 
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12. En caso de demandar un financiamiento de alto monto, superior a los 40 millones de 

UDIS en el caso del Estado y de 10 millones de UDIS en el caso de los municipios, 

invariablemente se deberá realizar un proceso competitivo donde participen al 

menos 5 instituciones financieras, de manera que se asegure una competencia real 

para obtener las mejores condiciones crediticias en tasa de interés, monto y plazos. 

 

13. Respecto a la contratación de obligaciones a corto plazo, en esta iniciativa se 

contempla la contratación de créditos a corto plazo sin solicitar autorización del 

Congreso, siempre y cuando el monto solicitado no exceda el 6% de los ingresos 

totales y que el financiamiento sea liquidado 3 meses antes de que concluya el 

periodo de gobierno de la administración correspondiente. En estos créditos también 

se requerirá un proceso competitivo donde al menos participen dos instituciones 

financieras para asegurar las mejores condiciones. 

 

14.  En cuanto a los techos de financiamiento, estos se establecerán de acuerdo a la 

clasificación del Sistema de Alertas previsto en la Ley de Disciplina Financiera de 

las Entidades Federativas y los Municipios. Los entes que sean clasificados como de 

bajo un endeudamiento sostenible, podrán endeudarse hasta por el 15% de sus 

ingresos de libre disposición. En contraste, quienes alcancen una clasificación de 

endeudamiento bajo observación, sólo se les permitirá adquirir financiamientos 

equivalentes al 5% de sus ingresos de libre disposición, mientras que si se cuenta 

con un nivel de endeudamiento elevado, el techo de financiamiento será cero. 

 

15. Para lograr una mayor transparencia, el registro de créditos del estado y los 

municipios se publicará y actualizará mensualmente a través de la página de internet 

de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado. 

 

Esta iniciativa de Ley de Disciplina Financiera del Estado de Sonora, 

como ya se mencionó, permitirá al Estado y a los municipios adecuarse a la legislación 

federal vigente, pero también modernizará sus procesos de planeación, estimación y 

aprobación de los presupuestos, disminuirá los riesgos de quiebra financiera en los 
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gobiernos, limitará el crecimiento del gasto burocrático, y pondrá fin al 

sobreendeudamiento público, lo que de continuar pondría en riesgo el futuro de nuestro 

estado y de las próximas generaciones de sonorenses.   

 

Por lo antes expuesto y en apego a lo que señalan los artículos 53 

Fracción III de la Constitución Política del Estado de Sonora y 32 fracción II de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo de la misma entidad, someto a consideración de esta 

Asamblea el siguiente proyecto de: 

 

LEY  

 

DE DISCIPLINA FINANCIERA DEL ESTADO DE SONORA 

 

TÍTULO PRIMERO 

Objeto y Definiciones de la Ley 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

Disposiciones Generales 

 

Artículo 1.- La presente Ley es de orden público y de observancia general en todo el 

territorio del Estado, tiene como objeto establecer los criterios generales de responsabilidad 

hacendaria y financiera que regirán en el Estado de Sonora y sus Municipios, así como a 

sus respectivos Entes Públicos, para un manejo sostenible de sus finanzas públicas. 

 

El Gobierno del Estado de Sonora, los Municipios y sus correspondientes Entes Públicos se 

sujetarán a las disposiciones establecidas en la presente Ley y administrarán sus recursos 

con base en los principios de legalidad, honestidad, eficacia, eficiencia, economía, 

racionalidad, austeridad, transparencia, control y rendición de cuentas. 

 

Adicionalmente, los Entes Públicos del Gobierno del Estado y de los Municipios 

cumplirán, respectivamente, lo dispuesto en los Capítulos I y II del Título Segundo de esta 

Ley, de conformidad con la normatividad contable aplicable. 

 

Artículo 2.- Para efectos de esta Ley, en singular o plural, se entenderá por: 

 

I. Alianza Público Privada de Servicios: las previstas en la Ley de Alianzas Público 

Privadas de Servicios del Estado de Sonora; 

 

II. Balance presupuestario: la diferencia entre los Ingresos totales incluidos en la Ley de 

Ingresos, y los Gastos totales considerados en el Presupuesto de Egresos, con excepción de 

la amortización de la deuda; 
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III. Balance presupuestario de recursos disponibles: la diferencia entre los Ingresos de 

libre disposición, incluidos en la Ley de Ingresos, más el Financiamiento Neto y los Gastos 

no etiquetados considerados en el Presupuesto de Egresos, con excepción de la 

amortización de la deuda; 

 

IV. Criterios Generales de Política Económica: el documento enviado por el Ejecutivo 

Federal al Congreso de la Unión, en los términos del artículo 42, fracción III, inciso a), de 

la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, el cual sirve de base para la 

elaboración de la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos de la Federación; 

 

V. Criterios Generales de Ingreso-Gasto: el documento enviado al Congreso del Estado 

por el Poder Ejecutivo Estatal, con el objeto de facilitar el análisis de las iniciativas de la 

Ley de Ingresos y Presupuesto de Ingresos, así como el Decreto de Presupuesto de Egresos 

del Gobierno del Estado de Sonora para el ejercicio fiscal que corresponda, el cual debe 

elaborarse en base a los Criterios Generales de Política Económica emitidos por el 

Ejecutivo Federal y a las prioridades que defina el Ejecutivo Estatal; 

 

VI. Deuda Contingente: cualquier Financiamiento sin fuente o garantía de pago definida, 

que sea asumida de manera solidaria o subsidiaria por el Gobierno del Estado con sus 

Municipios, organismos descentralizados y empresas de participación estatal mayoritaria y 

fideicomisos, estatales o municipales y, por los propios Municipios con sus respectivos 

organismos descentralizados y empresas de participación municipal mayoritaria; 

 

VII. Deuda Estatal Garantizada: el Financiamiento del Gobierno del Estado y 

Municipios con garantía del Gobierno Federal, de acuerdo con lo establecido en el Capítulo 

IV del Título Tercero de la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 

Municipios; 

 

VIII. Deuda Pública: cualquier Financiamiento contratado por los Entes Públicos; 

 

IX. Disciplina Financiera: la observancia de los principios y las disposiciones en materia 

de responsabilidad hacendaria y financiera, la aplicación de reglas y criterios en el manejo 

de recursos y contratación de Obligaciones por los Entes Públicos, que aseguren una 

gestión responsable y sostenible de sus finanzas públicas, generando condiciones 

favorables para el crecimiento económico y el empleo y la estabilidad del sistema 

financiero; 

 

X. Entes Públicos: los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Estado y sus 

organismos autónomos; los Municipios; los organismos descentralizados estatales o 

municipales; las empresas de participación estatal o municipal mayoritaria; los fideicomisos 

públicos constituidos como entidades paraestatales o paramunicipales en los que el 

fideicomitente sea alguno de los entes señalados anteriormente; así como cualquier otro 

ente sobre el que el Gobierno del Estado y los Municipios tengan control sobre sus 

decisiones o acciones; 

 

XI. Financiamiento: toda operación constitutiva de un pasivo, directo o contingente, de 

corto, mediano o largo plazo, a cargo de los Entes Públicos, derivada de un crédito, 
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empréstito o préstamo, incluyendo arrendamientos y factorajes financieros o cadenas 

productivas, independientemente de la forma mediante la que se instrumente; 

 

XII. Financiamiento Neto: la diferencia entre las disposiciones realizadas de un 

Financiamiento y las amortizaciones efectuadas de la Deuda Pública; 

 

XIII. Fuente de pago: los recursos utilizados por los Entes Públicos para el pago de 

cualquier Financiamiento u Obligación; 

 

XIV. Gasto corriente: las erogaciones que no tienen como contrapartida la creación de un 

activo, incluyendo, de manera enunciativa, el gasto en servicios personales, materiales y 

suministros, y los servicios generales, así como las transferencias, asignaciones, subsidios, 

donativos y apoyos; 

 

XV. Garantía de pago: mecanismo que respalda el pago de un Financiamiento u 

Obligación contratada; 

 

XVI. Gasto etiquetado: las erogaciones que realiza el Gobierno del Estado y los 

Municipios con cargo a las Transferencias federales etiquetadas. En el caso de los 

Municipios, adicionalmente se incluyen las erogaciones que realizan con recursos del 

Gobierno del Estado con un destino específico; 

 

XVII. Gasto no etiquetado: las erogaciones que realiza el Gobierno del Estado y los 

Municipios con cargo a sus Ingresos de libre disposición y Financiamientos. En el caso de 

los Municipios, se excluye el gasto que realicen con recursos del Gobierno del Estado con 

un destino específico; 

 

XVIII. Gasto total: la totalidad de las erogaciones aprobadas en el Presupuesto de 

Egresos, con cargo a los ingresos previstos en la Ley de Ingresos, las cuales no incluyen las 

operaciones que darían lugar a la duplicidad en el registro del gasto; 

 

XIX. Ingresos de libre disposición: los Ingresos locales y las participaciones federales, así 

como los recursos que, en su caso, reciba el Gobierno del Estado del Fondo de 

Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas, en los términos del artículo 19 

de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y cualquier otro recurso 

que no esté destinado a un fin específico; 

 

XX. Ingresos excedentes: los recursos que durante el ejercicio fiscal se obtienen en exceso 

de los aprobados en la Ley de Ingresos; 

 

XXI. Ingresos locales: aquéllos percibidos por el Gobierno del Estado y los Municipios 

por impuestos, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos, 

incluidos los recibidos por venta de bienes y prestación de servicios y los demás previstos 

en términos de las disposiciones aplicables; 

 

XXII. Ingresos totales: la totalidad de los Ingresos de libre disposición, las Transferencias 

federales etiquetadas y el Financiamiento Neto; 
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XXIII. Instituciones Financieras: instituciones de crédito, sociedades financieras de 

objeto múltiple, casas de bolsa, almacenes generales de depósito, uniones de crédito, 

instituciones de seguros, sociedades mutualistas de seguros, sociedades cooperativas de 

ahorro y préstamo, sociedades financieras populares y sociedades financieras comunitarias 

y cualquiera otra sociedad autorizada por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del 

Gobierno Federal o por cualesquiera de las Comisiones Nacionales para organizarse y 

operar como tales, siempre y cuando la normatividad que les resulte aplicable no les 

prohíba el otorgamiento de créditos; 

 

XXIV. Instrumentos derivados: los valores, contratos o cualquier otro acto jurídico cuya 

valuación esté referida a uno o más activos, valores, tasas o índices subyacentes; 

 

XXV. Inversión pública productiva: toda erogación por la cual se genere, directa o 

indirectamente, un beneficio social, y adicionalmente, cuya finalidad específica sea: (i) la 

construcción, mejoramiento, rehabilitación y/o reposición de bienes de dominio público; 

(ii) la adquisición de bienes asociados al equipamiento de dichos bienes de dominio 

público, comprendidos de manera limitativa en los conceptos de mobiliario y equipo de 

administración, mobiliario y equipo educacional, equipo médico e instrumental médico y 

de laboratorio, equipo de defensa y seguridad, y maquinaria, de acuerdo al clasificador por 

objeto de gasto emitido por el Consejo Nacional de Armonización Contable, o (iii) la 

adquisición de bienes para la prestación de un servicio público específico, comprendidos de 

manera limitativa en los conceptos de vehículos de transporte público, terrenos y edificios 

no residenciales, de acuerdo al clasificador por objeto de gasto emitido por el Consejo 

Nacional de Armonización Contable; 

 

XXVI. Ley de Ingresos: la ley de ingresos del Estado o de los Municipios, aprobada por el 

Congreso del Estado; 

 

XXVII. Obligaciones: los compromisos de pago a cargo de los Entes Públicos derivados 

de los Financiamientos y de las Alianzas Público Privadas de Servicios; 

 

XXVIII. Obligaciones a corto plazo: cualquier Obligación contratada con Instituciones 

financieras a un plazo menor o igual a un año; 

 

XXIX. Percepciones extraordinarias: los estímulos, reconocimientos, recompensas, 

incentivos, y pagos equivalentes a los mismos, que se otorgan de manera excepcional a los 

servidores públicos, condicionados al cumplimiento de compromisos de resultados sujetos 

a evaluación; así como el pago de horas de trabajo extraordinarias y demás asignaciones de 

carácter excepcional autorizadas en los términos de las disposiciones aplicables. Las 

percepciones extraordinarias no constituyen un ingreso fijo, regular ni permanente, ya que 

su otorgamiento se encuentra sujeto a requisitos y condiciones variables. Dichos conceptos 

de pago en ningún caso podrán formar parte integrante de la base de cálculo para efectos de 

indemnización o liquidación o de prestaciones de seguridad social; 

 

XXX. Percepciones ordinarias: los pagos por sueldos y salarios, conforme a los 

tabuladores autorizados y las respectivas prestaciones, que se cubren a los servidores 
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públicos de manera regular como contraprestación por el desempeño de sus labores 

cotidianas en los Entes Públicos, así como los montos correspondientes a los incrementos a 

las remuneraciones que, en su caso, se hayan aprobado para el ejercicio fiscal; 

 

XXXI. Presupuesto de Egresos: el presupuesto de egresos del Estado o Municipio, 

aprobado por el Congreso del Estado o el Ayuntamiento, respectivamente; 

 

XXXII. Reestructuración: la celebración de actos jurídicos que tengan por objeto 

modificar las condiciones originalmente pactadas en un Financiamiento; 

 

XXXIII. Refinanciamiento: la contratación de uno o varios Financiamientos cuyos 

recursos se destinen a liquidar total o parcialmente uno o más Financiamientos previamente 

contratados; 

 

XXXIV. Registro Público Único: el registro para la inscripción de Obligaciones y 

Financiamientos que contraten los Entes Públicos, establecido en la Ley de Disciplina 

Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios; 

 

XXXV. Sistema de Alertas: la publicación hecha por la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público del Gobierno Federal sobre los indicadores de endeudamiento de los Entes 

Públicos, establecido en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 

Municipios; 

 

XXXVI. Techo de Financiamiento Neto: el límite de Financiamiento Neto anual que 

podrá contratar un Ente Público, con Fuente de pago de Ingresos de libre disposición. Dicha 

Fuente de pago podrá estar afectada a un vehículo específico de pago, o provenir 

directamente del Presupuesto de Egresos; y 

 

XXXVII. Transferencias federales etiquetadas: los recursos que recibe de la Federación 

el Estado y los Municipios, que están destinados a un fin específico, entre los cuales se 

encuentran las aportaciones federales a que se refiere el Capítulo V de la Ley de 

Coordinación Fiscal, la cuota social y la aportación solidaria federal previstas en el Título 

Tercero Bis de la Ley General de Salud, los subsidios, convenios de reasignación y demás 

recursos con destino específico que se otorguen en términos de la Ley Federal de 

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y el Presupuesto de Egresos de la Federación. 

 

Artículo 3.- A falta de disposición expresa en esta Ley, se aplicarán supletoriamente la Ley 

Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la Ley General de Contabilidad 

Gubernamental y la Ley de Coordinación Fiscal; y se estará a la interpretación de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público del Gobierno Federal para efectos 

administrativos. 

 

Artículo 4.- Los Entes Públicos deberán observar las normas contables y criterios que 

emita el Consejo Nacional de Armonización Contable, para asegurar la congruencia con la 

presente Ley, así como para la elaboración y presentación homogénea de la información 

financiera referida en la misma. 
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TÍTULO SEGUNDO 

Reglas de Disciplina Financiera 

 

CAPÍTULO I 

Del Balance Presupuestario Sostenible y la Responsabilidad Hacendaria del Estado 

 

Artículo 5.- La iniciativa de Ley de Ingresos y el proyecto de Presupuesto de Egresos del 

Estado se deberán elaborar conforme a lo establecido en la legislación local aplicable, en la 

Ley General de Contabilidad Gubernamental y las normas emitidas por el Consejo 

Nacional de Armonización Contable, con base en objetivos, parámetros cuantificables e 

indicadores del desempeño; deberán ser congruentes con el Plan Estatal de Desarrollo y los 

programas derivados del mismo, e incluirán cuando menos lo siguiente: 

 

I. Objetivos anuales, estrategias y metas; 

 

II. Proyecciones de finanzas públicas, considerando las premisas empleadas en los Criterios 

Generales de Política Económica y los Criterios Generales de Ingreso-Gasto. 

 

Las proyecciones se realizarán con base en los formatos que emita el Consejo Nacional de 

Armonización Contable y abarcarán un periodo de cinco años en adición al ejercicio fiscal 

en cuestión, las que se revisarán y, en su caso, se adecuarán anualmente en los ejercicios 

subsecuentes; 

 

III. Descripción de los riesgos relevantes para las finanzas públicas, incluyendo los montos 

de Deuda Contingente, acompañados de propuestas de acción para enfrentarlos; 

 

IV. Los resultados de las finanzas públicas que abarquen un periodo de los cinco últimos 

años y el ejercicio fiscal en cuestión, de acuerdo con los formatos que emita el Consejo 

Nacional de Armonización Contable para este fin, y 

 

V. Un estudio actuarial de las pensiones de sus trabajadores, el cual como mínimo deberá 

actualizarse cada tres años. El estudio deberá incluir la población afiliada, la edad 

promedio, las características de las prestaciones otorgadas por la ley aplicable, el monto de 

reservas de pensiones, así como el periodo de suficiencia y el balance actuarial en valor 

presente. 

 

La Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos del Estado deberán ser congruentes con los 

Criterios Generales de Política Económica, los Criterios Generales de Ingreso-Gasto y las 

estimaciones de las participaciones y Transferencias federales etiquetadas que se incluyan 

no deberán exceder a las previstas en la iniciativa de la Ley de Ingresos de la Federación y 

en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación del ejercicio fiscal 

correspondiente. 

 

Artículo 6.- El Gasto total propuesto por el Ejecutivo del Estado en el proyecto de 

Presupuesto de Egresos, aquél que apruebe el Congreso del Estado y el que se ejerza en el 

año fiscal, deberá contribuir a un Balance presupuestario sostenible. 
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El Gobierno del Estado deberá generar Balances presupuestarios sostenibles. Se cumple 

con esta premisa, cuando al final del ejercicio fiscal y bajo el momento contable 

devengado, dicho balance sea mayor o igual a cero. Igualmente, el Balance presupuestario 

de recursos disponibles es sostenible, cuando al final del ejercicio fiscal y bajo el momento 

contable devengado, dicho balance sea mayor o igual a cero. El Financiamiento Neto que, 

en su caso se contrate por parte del Estado y se utilice para el cálculo del Balance 

presupuestario de recursos disponibles sostenible, deberá estar dentro del Techo de 

Financiamiento Neto que resulte de la aplicación del Sistema de Alertas, previsto en la Ley 

de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios. 

 

Debido a razones excepcionales, las iniciativas de Ley de Ingresos y de Presupuesto de 

Egresos podrán prever un Balance presupuestario de recursos disponibles negativo. En 

estos casos, el Ejecutivo del Estado, deberá dar cuenta al Congreso del Estado de los 

siguientes aspectos: 

 

I. Las razones excepcionales que justifican el Balance presupuestario de recursos 

disponibles negativo, conforme a lo dispuesto en el siguiente artículo; 

 

II. Las fuentes de recursos necesarias y el monto específico para cubrir el Balance 

presupuestario de recursos disponibles negativo, y 

 

III. El número de ejercicios fiscales y las acciones requeridas para que dicho Balance 

presupuestario de recursos disponibles negativo sea eliminado y se restablezca el Balance 

presupuestario de recursos disponibles sostenible. 

 

El Ejecutivo del Estado, a través de la Secretaría de Hacienda, reportará en informes 

trimestrales y en la Cuenta Pública que entregue al Congreso del Estado y a través de su 

página oficial de Internet, el avance de las acciones, hasta en tanto se recupere el 

presupuesto sostenible de recursos disponibles. 

 

En caso de que el Congreso del Estado modifique la Ley de Ingresos y el Presupuesto de 

Egresos de tal manera que genere un Balance presupuestario de recursos disponibles 

negativo, deberá motivar su decisión sujetándose a las fracciones I y II de este artículo. A 

partir de la aprobación del Balance presupuestario de recursos disponibles negativo a que se 

refiere este párrafo, el Ejecutivo del Estado deberá dar cumplimiento a lo previsto en la 

fracción III y el párrafo anterior de este artículo. 

 

Artículo 7.- Se podrá incurrir en un Balance presupuestario de recursos disponibles 

negativo cuando: 

 

I. Se presente una caída en el Producto Interno Bruto nacional en términos reales, y lo 

anterior origine una caída en las participaciones federales con respecto a lo aprobado en el 

Presupuesto de Egresos de la Federación, y ésta no logre compensarse con los recursos que, 

en su caso, reciban del Fondo de Estabilización de los Ingresos de las Entidades Federativas 

en los términos del artículo 19 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 

Hacendaria; 
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II. Sea necesario cubrir el costo de la reconstrucción provocada por los desastres naturales 

declarados en los términos de la Ley General de Protección Civil, o 

 

III. Se tenga la necesidad de prever un costo mayor al 2 por ciento del Gasto no etiquetado 

observado en el Presupuesto de Egresos del ejercicio fiscal inmediato anterior, derivado de 

la implementación de ordenamientos jurídicos o medidas de política fiscal que, en 

ejercicios fiscales posteriores, contribuyan a mejorar ampliamente el Balance 

presupuestario de recursos disponibles negativo, ya sea porque generen mayores ingresos o 

menores gastos permanentes; es decir, que el valor presente neto de dicha medida supere 

ampliamente el costo de la misma en el ejercicio fiscal que se implemente. 

 

Artículo 8.- Toda propuesta de aumento o creación de gasto del Presupuesto de Egresos, 

deberá acompañarse con la correspondiente iniciativa de ingreso o compensarse con 

reducciones en otras previsiones de gasto. 

 

No procederá pago alguno que no esté comprendido en el Presupuesto de Egresos, 

determinado por ley posterior o con cargo a Ingresos excedentes. El Gobierno del Estado 

deberá revelar en la cuenta pública y en los informes que periódicamente entreguen al 

Congreso del Estado, la fuente de ingresos con la que se haya pagado el nuevo gasto, 

distinguiendo el Gasto etiquetado y no etiquetado. 

 

Artículo 9.- El Presupuesto de Egresos del Estado deberá prever recursos para atender a la 

población afectada y los daños causados a la infraestructura pública estatal ocasionados por 

la ocurrencia de desastres naturales, así como para llevar a cabo acciones para prevenir y 

mitigar su impacto a las finanzas estatales. El monto de dichos recursos deberá como 

mínimo corresponder al 10 por ciento de la aportación realizada para la reconstrucción de 

infraestructura dañada que en promedio se registre durante los últimos 5 ejercicios, 

actualizados por el Índice Nacional de Precios al Consumidor, medido a través de las 

autorizaciones de recursos aprobadas por el Fondo de Desastres Naturales, y deberá ser 

aportado a un fideicomiso público que se constituya específicamente para dicho fin. 

 

Los recursos aportados deberán ser destinados, en primer término, para financiar las obras y 

acciones de reconstrucción de la infraestructura estatal aprobadas en el marco de las reglas 

generales del Fondo de Desastres Naturales, como la contraparte del Gobierno del Estado a 

los programas de reconstrucción acordados con la Federación. 

 

En caso de que el saldo de los recursos del fideicomiso a que se refiere el primer párrafo de 

este artículo, acumule un monto que sea superior al costo promedio de reconstrucción de la 

infraestructura estatal dañada de los últimos 5 años, medido a través de las autorizaciones 

de recursos aprobadas por el Fondo de Desastres Naturales, el Gobierno del Estado podrá 

utilizar el remanente que le corresponda para acciones de prevención y mitigación, los 

cuales podrán ser aplicados para financiar la contraparte de los proyectos preventivos, 

conforme a lo establecido en las reglas de operación del Fondo para la Prevención de 

Desastres Naturales. 

 

Artículo 10.- En materia de servicios personales, el Gobierno del Estado observará lo 

siguiente: 
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I. La asignación global de recursos para servicios personales que se apruebe en el 

Presupuesto de Egresos, tendrá como límite, el producto que resulte de aplicar al monto 

aprobado en el Presupuesto de Egresos del ejercicio inmediato anterior, una tasa de 

crecimiento equivalente al valor que resulte menor entre: 

 

a) El 3 por ciento de crecimiento real, y 

 

b) El crecimiento real del Producto Interno Bruto señalado en los Criterios Generales de 

Política Económica para el ejercicio que se está presupuestando. En caso de que el 

Producto Interno Bruto presente una variación real negativa para el ejercicio que se está 

presupuestando, se deberá considerar un crecimiento real igual a cero. 

 

Se exceptúa del cumplimiento de la presente fracción, el monto erogado por sentencias 

laborales definitivas emitidas por la autoridad competente. 

 

Los gastos en servicios personales que sean estrictamente indispensables para la 

implementación de nuevas leyes federales o reformas a las mismas, podrán autorizarse sin 

sujetarse al límite establecido en la presente fracción, hasta por el monto que 

específicamente se requiera para dar cumplimiento a la ley respectiva. 

 

II. En el proyecto de Presupuesto de Egresos se deberá presentar en una sección específica, 

las erogaciones correspondientes al gasto en servicios personales, el cual comprende: 

 

a) Las remuneraciones de los servidores públicos, desglosando las Percepciones ordinarias 

y extraordinarias, e incluyendo las erogaciones por concepto de obligaciones de carácter 

fiscal y de seguridad social inherentes a dichas remuneraciones; y 

 

b) Las previsiones salariales y económicas para cubrir los incrementos salariales, la 

creación de plazas y otras medidas económicas de índole laboral. Dichas previsiones serán 

incluidas en un capítulo específico del Presupuesto de Egresos. 

 

Artículo 11.- El Gobierno del Estado deberá considerar en el correspondiente Presupuesto 

de Egresos, las previsiones de gasto necesarias para hacer frente a los compromisos de pago 

que se deriven de los contratos de Alianzas Público Privadas de Servicios celebrados o por 

celebrarse durante el siguiente ejercicio fiscal. 

 

Para el caso de Asociaciones Público Privadas con recursos federales, se observará lo 

dispuesto en el artículo 4, fracción IV de la Ley de Asociaciones Público Privadas. 

 

Artículo 12.- Los recursos para cubrir adeudos del ejercicio fiscal anterior, previstos en el 

proyecto de Presupuesto de Egresos, podrán ser hasta por el 2 por ciento de los Ingresos 

totales del Estado. 

 

Artículo 13.- Una vez aprobado el Presupuesto de Egresos, para el ejercicio del gasto, el 

Gobierno del Estado deberá observar las disposiciones siguientes: 

 



 Mayo 30, 2016. Año 10, No. 814 

I. Sólo podrán comprometer recursos con cargo al presupuesto autorizado, contando 

previamente con la suficiencia presupuestaria, identificando la fuente de ingresos; 

 

II. Podrán realizar erogaciones adicionales a las aprobadas en el Presupuesto de Egresos 

con cargo a los Ingresos excedentes que obtengan y con la autorización previa de la 

Secretaría de Hacienda del Ejecutivo del Estado; 

 

III. Con anterioridad al ejercicio o contratación de cualquier programa o proyecto de 

inversión cuyo monto rebase el equivalente a 10 millones de Unidades de Inversión, deberá 

realizarse un análisis costo y beneficio, en donde se muestre que dichos programas y 

proyectos son susceptibles de generar, en cada caso, un beneficio social neto bajo supuestos 

razonables. Dicho análisis no se requerirá en el caso del gasto de inversión que se destine a 

la atención prioritaria de desastres naturales declarados en los términos de la Ley General 

de Protección Civil. 

 

Para los propósitos señalados en el párrafo anterior, la Secretaría de Hacienda del Gobierno 

del Estado será la encargada de evaluar el análisis socioeconómico, conforme a los 

requisitos que, en su caso, se determinen para tales efectos; así como de integrar y 

administrar el registro de proyectos de Inversión pública productiva. 

 

Tratándose de proyectos de Inversión pública productiva que se pretendan contratar bajo un 

esquema de Alianzas Público Privadas de Servicios o Asociación Público-Privada, los 

Entes Públicos deberán acreditar, por lo menos, un análisis de conveniencia para llevar a 

cabo el proyecto a través de dichos esquemas, en comparación con un mecanismo de obra 

pública tradicional y un análisis de transferencia de riesgos al sector privado. 

 

Dichas evaluaciones deberán ser públicas a través de la página oficial de Internet de la 

Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado; 

 

IV. Sólo procederá hacer pagos con base en el Presupuesto de Egresos autorizado, y por los 

conceptos efectivamente devengados, siempre que se hubieren registrado y contabilizado 

debida y oportunamente las operaciones consideradas en éste; 

 

V. La asignación global de servicios personales aprobada originalmente en el Presupuesto 

de Egresos no podrá incrementarse durante el ejercicio fiscal. Lo anterior, exceptuando el 

pago de sentencias laborales definitivas emitidas por la autoridad competente. 

 

La Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado o su equivalente de cada Ente Público 

contará con un sistema de registro y control de las erogaciones de servicios personales; 

 

VI. Deberán tomar medidas para racionalizar el Gasto corriente. 

 

Los ahorros y economías generados como resultado de la aplicación de dichas medidas, así 

como los ahorros presupuestarios y las economías que resulten por concepto de un costo 

financiero de la Deuda Pública menor al presupuestado, deberán destinarse en primer lugar 

a corregir desviaciones del Balance presupuestario de recursos disponibles negativo, y en 

segundo lugar a los programas prioritarios del Gobierno del Estado; 
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VII. En materia de subsidios se deberá identificar la población objetivo, el propósito o 

destino principal y la temporalidad de su otorgamiento. Los mecanismos de distribución, 

operación y administración de los subsidios deberán garantizar que los recursos se 

entreguen a la población objetivo y reduzcan los gastos administrativos del programa 

correspondiente. 

La información señalada en el párrafo anterior deberá hacerse pública a través de la página 

oficial de Internet de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado, y 

 

VIII. Una vez concluida la vigencia del Presupuesto de Egresos, sólo procederá realizar 

pagos con base en dicho presupuesto, por los conceptos efectivamente devengados en el 

año que corresponda y que se hubieren registrado en el informe de cuentas por pagar y que 

integran el pasivo circulante al cierre del ejercicio. En el caso de las Transferencias 

federales etiquetadas se estará a lo dispuesto en el artículo 17 de esta Ley. 

 

Artículo 14.- Los Ingresos excedentes derivados de Ingresos de libre disposición del 

Estado, deberán ser destinados a los siguientes conceptos: 

 

I. Por lo menos el 50 por ciento para la amortización anticipada de la Deuda Pública, el 

pago de adeudos de ejercicios fiscales anteriores, pasivos circulantes y otras obligaciones, 

en cuyos contratos se haya pactado el pago anticipado sin incurrir en penalidades y 

representen una disminución del saldo registrado en la cuenta pública del cierre del 

ejercicio inmediato anterior, así como el pago de sentencias definitivas emitidas por la 

autoridad competente, la aportación a fondos para la atención de desastres naturales y de 

pensiones, y 

 

II. En su caso, el remanente para: 

 

a) Inversión pública productiva, a través de un fondo que se constituya para tal efecto, con 

el fin de que los recursos correspondientes se ejerzan a más tardar en el ejercicio inmediato 

siguiente, y 

 

b) La creación de un fondo cuyo objetivo sea compensar la caída de Ingresos de libre 

disposición de ejercicios subsecuentes. 

 

Los Ingresos excedentes derivados de Ingresos de libre disposición del Estado podrán 

destinarse a los rubros mencionados en el presente artículo, sin limitación alguna, siempre y 

cuando el Estado se clasifique en un nivel de endeudamiento sostenible de acuerdo al 

Sistema de Alertas. 

 

Artículo 15.- En caso de que durante el ejercicio fiscal disminuyan los ingresos previstos 

en la Ley de Ingresos, el Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría de Hacienda, a 

efecto de cumplir con el principio de sostenibilidad del Balance presupuestario y del 

Balance presupuestario de recursos disponibles, deberá aplicar ajustes al Presupuesto de 

Egresos en los rubros de gasto en el siguiente orden: 

 

I. Gastos de comunicación social; 
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II. Gasto corriente que no constituya un subsidio entregado directamente a la población, en 

términos de lo dispuesto por el artículo 13, fracción VII de la presente Ley, y 

III. Gasto en servicios personales, prioritariamente las erogaciones por concepto de 

Percepciones extraordinarias. 

 

En caso de que los ajustes anteriores no sean suficientes para compensar la disminución de 

ingresos, podrán realizarse ajustes en otros conceptos de gasto, siempre y cuando se 

procure no afectar los programas sociales. 

 

Artículo 16.- El Ejecutivo del Estado, por conducto de la Secretaría de Hacienda, realizará 

una estimación del impacto presupuestario de las iniciativas de ley o decretos que se 

presenten a la consideración del Congreso del Estado. Asimismo, realizará estimaciones 

sobre el impacto presupuestario de las disposiciones administrativas que impliquen costos 

para su implementación. 

 

Todo proyecto de ley o decreto que sea sometido a votación del Pleno del Congreso del 

Estado, deberá incluir en su dictamen correspondiente una estimación sobre el impacto 

presupuestario del proyecto. 

 

La aprobación y ejecución de nuevas obligaciones financieras derivadas de la legislación 

local, se realizará en el marco del principio de balance presupuestario sostenible, por lo 

cual, se sujetarán a la capacidad financiera del Estado. 

 

Artículo 17.- El Estado, a más tardar el 15 de enero de cada año, deberá reintegrar a la 

Tesorería de la Federación las Transferencias federales etiquetadas que, al 31 de diciembre 

del ejercicio fiscal inmediato anterior, no hayan sido devengadas por sus Entes Públicos. 

 

Sin perjuicio de lo anterior, las Transferencias federales etiquetadas que, al 31 de diciembre 

del ejercicio fiscal inmediato anterior se hayan comprometido y aquéllas devengadas pero 

que no hayan sido pagadas, deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 

primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente, o bien, de conformidad con el calendario de 

ejecución establecido en el convenio correspondiente; una vez cumplido el plazo referido, 

los recursos remanentes deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación, a más tardar 

dentro de los 15 días naturales siguientes. 

 

Los reintegros deberán incluir los rendimientos financieros generados. 

 

Para los efectos de este artículo, se entenderá que el Estado ha devengado o comprometido 

las Transferencias federales etiquetadas, en los términos previstos en el artículo 4, 

fracciones XIV y XV de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

 

CAPÍTULO II 

Del Balance Presupuestario Sostenible y la Responsabilidad Hacendaria de los Municipios 

 

Artículo 18.- Las iniciativas de Leyes de Ingresos y proyectos de Presupuestos de Egresos 

de los Municipios se deberán elaborar conforme a lo establecido en la legislación local 
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aplicable, en la Ley General de Contabilidad Gubernamental y las normas que emita el 

Consejo Nacional de Armonización Contable, con base en objetivos, parámetros 

cuantificables e indicadores del desempeño; deberán ser congruentes con los planes 

estatales y municipales de desarrollo y los programas derivados de los mismos; e incluirán 

cuando menos objetivos anuales, estrategias y metas. 

 

Las Leyes de Ingresos y los Presupuestos de Egresos de los Municipios deberán ser 

congruentes con los Criterios Generales de Política Económica, los Criterios Generales de 

Ingreso-Gasto y las estimaciones de las participaciones y Transferencias federales 

etiquetadas que se incluyan no deberán exceder a las previstas en la iniciativa de la Ley de 

Ingresos de la Federación y en el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación, así 

como aquellas transferencias de del Estado. 

 

Los Municipios, en adición a lo previsto en los párrafos anteriores, deberán incluir en las 

iniciativas de las Leyes de Ingresos y los proyectos de Presupuestos de Egresos: 

 

I. Proyecciones de finanzas públicas, considerando las premisas empleadas en los Criterios 

Generales de Política Económica y los Criterios Generales de Ingreso-Gasto. 

 

Las proyecciones se realizarán con base en los formatos que emita el Consejo Nacional de 

Armonización Contable y abarcarán un periodo de tres años en adición al ejercicio fiscal en 

cuestión, las que se revisarán y, en su caso, se adecuarán anualmente en los ejercicios 

subsecuentes; 

 

II. Descripción de los riesgos relevantes para las finanzas públicas, incluyendo los montos 

de Deuda Contingente, acompañados de propuestas de acción para enfrentarlos; 

 

III. Los resultados de las finanzas públicas que abarquen un periodo de los tres últimos 

años y el ejercicio fiscal en cuestión, de acuerdo con los formatos que emita el Consejo 

Nacional de Armonización Contable para este fin, y 

 

IV. Un estudio actuarial de las pensiones de sus trabajadores, el cual como mínimo deberá 

actualizarse cada cuatro años. El estudio deberá incluir la población afiliada, la edad 

promedio, las características de las prestaciones otorgadas por la ley aplicable, el monto de 

reservas de pensiones, así como el periodo de suficiencia y el balance actuarial en valor 

presente. 

 

Las proyecciones y resultados a que se refieren las fracciones I y III, respectivamente, 

comprenderán sólo un año para el caso de los Municipios con una población menor a 

200,000 habitantes, de acuerdo con el último censo o conteo de población que publique el 

Instituto Nacional de Estadística y Geografía. Dichos Municipios contarán con el apoyo 

técnico de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado para cumplir lo previsto en 

este artículo. 

 

Artículo 19.- El Gasto total propuesto por el Ayuntamiento del Municipio en el proyecto 

de Presupuesto de Egresos, el aprobado y el que se ejerza en el año fiscal, deberán 

contribuir al Balance presupuestario sostenible. 
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El Ayuntamiento del Municipio deberá generar Balances presupuestarios sostenibles. Se 

considerará que el Balance presupuestario cumple con el principio de sostenibilidad, 

cuando al final del ejercicio fiscal y bajo el momento contable devengado, dicho balance 

sea mayor o igual a cero. Igualmente, el Balance presupuestario de recursos disponibles es 

sostenible, cuando al final del ejercicio y bajo el momento contable devengado, dicho 

balance sea mayor o igual a cero. El Financiamiento Neto que, en su caso, se contrate por 

parte del Municipio y se utilice para el cálculo del Balance presupuestario de recursos 

disponibles sostenible, deberá estar dentro del Techo de Financiamiento Neto que resulte de 

la aplicación del Sistema de Alertas. 

 

Debido a las razones excepcionales a que se refiere el artículo 7 de esta Ley, el Congreso 

del Estado podrá aprobar un Balance presupuestario de recursos disponibles negativo para 

el Municipio respectivo. Para tal efecto, el tesorero municipal o su equivalente, será 

responsable de cumplir lo previsto en el artículo 6, párrafos tercero a quinto de esta Ley. 

 

Artículo 20.- Los recursos para cubrir los adeudos del ejercicio fiscal anterior, previstos en 

el proyecto de Presupuesto de Egresos, podrán ser hasta por el 2.5 por ciento de los 

Ingresos totales del respectivo Municipio. 

 

Artículo 21.- Los Municipios y sus Entes Públicos deberán observar las disposiciones 

establecidas en los artículos 8, 10, 11, 14, 15 y 17 de esta Ley. 

 

Adicionalmente, los Municipios y sus Entes Públicos deberán observar lo previsto en el 

artículo 13 de esta Ley. Lo anterior, con excepción de la fracción III, segundo párrafo de 

dicho artículo, la cual sólo será aplicable para los Municipios de más de 200,000 habitantes, 

de acuerdo con el último censo o conteo de población que publique el Instituto Nacional de 

Estadística y Geografía. 

 

Las autorizaciones a las que se hace mención en dichos artículos serán realizadas por las 

autoridades municipales competentes. 

 

TÍTULO TERCERO 

De la Deuda Pública y las Obligaciones 

 

CAPÍTULO I 

De la Contratación de Deuda Pública y Obligaciones 

 

Artículo 22.- Los Entes Públicos no podrán contraer, directa o indirectamente, 

Financiamientos u Obligaciones con gobiernos de otras naciones, con sociedades o 

particulares extranjeros, ni cuando deban pagarse en moneda extranjera o fuera del 

territorio nacional. Asimismo, sólo podrán contraer Obligaciones o Financiamientos cuando 

se destinen a Inversiones públicas productivas y a Refinanciamiento o Reestructura, 

incluyendo los gastos y costos relacionados con la contratación de dichas Obligaciones y 

Financiamientos, así como las reservas que deban constituirse en relación con las mismas. 
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Cuando las Obligaciones se deriven de esquemas de Alianzas Público Privadas de Servicios 

o Asociaciones Público-Privadas, el destino podrá ser la contratación de servicios, cuyo 

componente de pago incluya la Inversión pública productiva realizada. 

 

Lo dispuesto en este Capítulo no será aplicable a la contratación de Financiamientos en 

términos de programas federales o de los convenios con la Federación, los cuales se regirán 

por lo acordado entre las partes en el convenio correspondiente, así como por la Ley de 

Coordinación Fiscal. 

 

Artículo 23.- El Congreso del Estado, por el voto de las dos terceras partes de sus 

miembros presentes, autorizará los montos máximos para la contratación de 

Financiamientos y Obligaciones. Para el otorgamiento de dicha autorización, el Congreso 

del Estado deberá realizar previamente, un análisis de la capacidad de pago del Ente 

Público a cuyo cargo estaría la Deuda Pública u Obligaciones correspondientes, del destino 

del Financiamiento u Obligación y, en su caso, del otorgamiento de recursos como Fuente o 

Garantía de pago. Dicho análisis será elaborado por el Centro de Investigaciones 

Parlamentarias del Estado de Sonora, tomando como base el Sistema de Alertas. 

 

Las operaciones de Refinanciamiento o Reestructura no requerirán autorización específica 

del Congreso del Estado, siempre y cuando cumplan con las siguientes condiciones: 

 

I. Exista una mejora en la tasa de interés, incluyendo los costos asociados, lo cual deberá 

estar fundamentado en el cálculo de la tasa efectiva que se realice de acuerdo con lo 

dispuesto por el artículo 26, fracción IV de esta Ley, o tratándose de Reestructuraciones 

exista una mejora en las condiciones contractuales; 

 

II. No se incremente el saldo insoluto, y 

 

III. No se amplíe el plazo de vencimiento original de los Financiamientos respectivos, el 

plazo de duración del pago del principal e intereses del Financiamiento durante el periodo 

de la administración en curso, ni durante la totalidad del periodo del Financiamiento. 

 

Dentro de los 15 días naturales siguientes a la celebración del Refinanciamiento o 

Reestructuración, el Ente Público deberá informar al Congreso del Estado sobre la 

celebración de este tipo de operaciones, así como inscribir dicho Refinanciamiento o 

Reestructuración ante el Registro Público Único. 

 

Artículo 24.- La autorización de los Financiamientos y Obligaciones por parte del 

Congreso del Estado deberá especificar por lo menos lo siguiente: 

 

 

I. Monto autorizado de la Deuda Pública u Obligación a incurrir; 

 

II. Plazo máximo autorizado para el pago; 

 

III. Destino de los recursos; 
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IV. En su caso, la Fuente de pago o la contratación de una Garantía de pago de la Deuda 

Pública u Obligación, y 

 

V. En caso de autorizaciones específicas, establecer la vigencia de la autorización, en cuyo 

caso no podrá exceder el ejercicio fiscal siguiente. De no establecer una vigencia, se 

entenderá que la autorización sólo se podrá ejercer en el ejercicio fiscal en que fue 

aprobada. 

 

Los requisitos a que se refiere este artículo deberán cumplirse, en lo conducente, para la 

autorización del Congreso del Estado en el otorgamiento de avales o Garantías que 

pretendan otorgar el Gobierno del Estado o los Municipios. 

 

Artículo 25.- Los Entes Públicos estarán obligados a contratar los Financiamientos y 

Obligaciones a su cargo bajo las mejores condiciones de mercado. 

 

Una vez celebrados los instrumentos jurídicos relativos, a más tardar 10 días posteriores a 

la inscripción en el Registro Público Único, el Ente Público deberá publicar en su página 

oficial de Internet dichos instrumentos. Asimismo, el Ente Público presentará en los 

informes trimestrales a que se refiere la Ley General de Contabilidad Gubernamental y en 

su respectiva cuenta pública, la información detallada de cada Financiamiento u Obligación 

contraída en los términos de este Capítulo, incluyendo como mínimo, el importe, tasa, 

plazo, comisiones y demás accesorios pactados. 

 

Artículo 26.- El Secretario de Hacienda, tesorero municipal o su equivalente de cada Ente 

Público, según corresponda a su ámbito de competencia, será el responsable de confirmar 

que el Financiamiento fue celebrado en las mejores condiciones del mercado. 

 

En el caso de que el Gobierno del Estado o cualquiera de sus Entes Públicos soliciten 

Financiamientos por un monto mayor o igual a cuarenta millones de Unidades de Inversión 

o su equivalente, o el Municipio o cualquiera de sus Entes Públicos soliciten 

Financiamientos por un monto mayor a diez millones de Unidades de Inversión o su 

equivalente y, en ambos casos, a un plazo de pago superior a un año, deberán cumplir con 

lo siguiente: 

 

I. Implementar un proceso competitivo con por lo menos cinco diferentes instituciones 

financieras, del cual obtenga mínimo dos ofertas irrevocables de Financiamiento. La 

temporalidad de dichas propuestas no deberán diferir en más de 30 días naturales y deberán 

tener una vigencia mínima de 60 días naturales; 

 

II. La solicitud del Financiamiento que se realice a cada institución financiera deberá 

precisar y ser igual en cuanto a: monto, plazo, perfil de amortizaciones, condiciones de 

disposición, oportunidad de entrega de los recursos y, en su caso, la especificación del 

recurso a otorgar como Fuente de pago del Financiamiento o Garantía a contratar, de 

acuerdo con la aprobación del Congreso del Estado. En ningún caso la solicitud podrá 

exceder de los términos y condiciones autorizados por el Congreso del Estado; 
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III. Las ofertas irrevocables que presenten las instituciones financieras deberán precisar 

todos los términos y condiciones financieras aplicables al Financiamiento, así como la 

Fuente o Garantía de pago que se solicite. El Ente Público estará obligado a presentar la 

respuesta de las instituciones financieras que decidieron no presentar oferta; 

 

IV. Contratar la oferta que represente las mejores condiciones de mercado para el Ente 

Público, es decir, el costo financiero más bajo, incluyendo todas las comisiones, gastos y 

cualquier otro accesorio que estipule la propuesta. Para establecer un comparativo que 

incluya la tasa de interés y todos los costos relacionados al Financiamiento, se deberá 

aplicar la metodología establecida para el cálculo de la tasa efectiva, bajo los Lineamientos 

que para tal efecto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del Gobierno Federal, 

y 

 

V. Si una sola oferta no cubre el monto a contratar, se considerarán en orden preferente las 

propuestas que representen las mejores condiciones de mercado para el Ente Público, según 

los criterios establecidos en la fracción anterior, hasta cubrir el monto requerido. 

 

En caso de fraccionar la contratación del monto de Financiamiento autorizado por parte del 

Congreso del Estado, se deberá considerar en todo momento el monto total autorizado por 

parte del Congreso del Estado para los supuestos señalados en el párrafo anterior. 

 

Para acreditar la contratación bajo las mejores condiciones de mercado de los 

Financiamientos distintos a los señalados en el segundo párrafo del presente artículo, el 

Ente Público deberá implementar un proceso competitivo con por lo menos dos 

instituciones financieras y obtener únicamente una oferta irrevocable, de acuerdo a lo 

establecido en la fracción I de este artículo. 

 

El Ente Público, en cualquier caso, deberá elaborar un documento que incluya el análisis 

comparativo de las propuestas, conforme a lo establecido en la fracción IV de este artículo. 

Dicho documento deberá publicarse en la página oficial de Internet del propio Ente Público, 

o en su caso, del Gobierno del Estado o el Municipio, según se trate. 

 

Artículo 27.- En la contratación de Obligaciones que se deriven de arrendamientos 

financieros o de esquemas de Alianzas Público Privadas de Servicios o Asociaciones 

Público-Privadas, en lo conducente, los Entes Públicos se sujetarán a lo previsto en el 

artículo anterior. Asimismo, las propuestas presentadas deberán ajustarse a la naturaleza y 

particularidades de la Obligación a contratar, siendo obligatorio hacer público todos los 

conceptos que representen un costo para el Ente Público. En todo caso, la contratación se 

deberá realizar con quien presente mejores condiciones de mercado de acuerdo con el tipo 

de Obligación a contratar y conforme a la legislación aplicable. 

 

Artículo 28.- Tratándose de la contratación de Financiamientos u Obligaciones a través del 

mercado bursátil, el Ente Público deberá fundamentar en el propio documento de 

colocación, las razones por las cuales el mercado bursátil es una opción más adecuada que 

el bancario. Bajo la opción bursátil se exceptúa del cumplimiento a que hace referencia el 

artículo 26 de esta Ley, no obstante, deberá precisar todos los costos derivados de la 

emisión y colocación de valores a cargo del Ente Público. 
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Los Entes Públicos deberán cumplir con los requisitos de revelación respecto de los gastos 

relacionados con la oferta de los valores a emitir que establezca la Comisión Nacional 

Bancaria y de Valores mediante disposiciones de carácter general, los cuales incluirán un 

comparativo respecto de los costos incurridos en emisiones similares en los últimos 36 

meses por parte de otros Entes Públicos, así como respecto de otras opciones contempladas 

por el Ente respectivo. Los Entes Públicos deberán entregar al Congreso del Estado una 

copia de los documentos de divulgación de la oferta el día hábil siguiente de su 

presentación a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, preliminar como definitiva. 

 

Artículo 29.- Con excepción de los Financiamientos que se contraten mediante el mercado 

bursátil, cuando la autorización del Financiamiento a que hace referencia el artículo 24 

exceda de cien millones de Unidades de Inversión, dicho proceso de contratación se 

realizará mediante licitación pública, en los términos siguientes: 

 

I. El proceso competitivo descrito en el artículo 26 de esta Ley deberá realizarse 

públicamente y de manera simultánea. Para ello, las propuestas presentadas deberán 

entregarse en una fecha, hora y lugar previamente especificados y serán dadas a conocer en 

el momento en que se presenten, pudiendo emplear mecanismos electrónicos que aseguren 

el cumplimiento de lo anterior, y 

 

II. La institución financiera participante que resulte ganadora del proceso competitivo se 

dará a conocer en un plazo no mayor a 2 días hábiles posteriores al tiempo establecido de 

conformidad con la fracción anterior, a través de medios públicos, incluyendo la página 

oficial de Internet del propio Ente Público, publicando el documento en que conste la 

comparación de las propuestas presentadas. 

 

CAPÍTULO II 

De la Contratación de Obligaciones a Corto Plazo 

 

Artículo 30.- El Gobierno del Estado y los Municipios podrán contratar Obligaciones a 

corto plazo sin autorización del Congreso del Estado, siempre y cuando se cumplan las 

siguientes condiciones: 

 

I. En todo momento, el saldo insoluto total del monto principal de estas Obligaciones a 

corto plazo no exceda del 6 por ciento de los Ingresos totales aprobados en su Ley de 

Ingresos, sin incluir Financiamiento Neto, del Estado o del Municipio durante el ejercicio 

fiscal correspondiente; 

 

II. Las Obligaciones a corto plazo queden totalmente pagadas a más tardar tres meses antes 

de que concluya el periodo de gobierno de la administración correspondiente, no pudiendo 

contratar nuevas Obligaciones a corto plazo durante esos últimos tres meses; 

 

III. Las Obligaciones a corto plazo deberán ser quirografarias, y 

 

IV. Ser inscritas en el Registro Público Único. 
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Para dar cumplimiento a la contratación de las Obligaciones a corto plazo bajo mejores 

condiciones de mercado, se deberá cumplir lo dispuesto en el penúltimo párrafo del artículo 

26 de la presente Ley. Las Obligaciones a corto plazo que se contraten quedarán sujetas a 

los requisitos de información previstos en esta Ley. 

 

Artículo 31.- Los recursos derivados de las Obligaciones a corto plazo deberán ser 

destinados exclusivamente a cubrir necesidades de corto plazo, entendiendo dichas 

necesidades como insuficiencias de liquidez de carácter temporal. 

 

El Gobierno del Estado y los Municipios presentarán en los informes periódicos a que se 

refiere la Ley General de Contabilidad Gubernamental y en su respectiva cuenta pública, la 

información detallada de las Obligaciones a corto plazo contraídas en los términos del 

presente Capítulo, incluyendo por lo menos importe, tasas, plazo, comisiones y cualquier 

costo relacionado. Adicionalmente, deberá incluir la tasa efectiva de las Obligaciones a 

corto plazo a que hace referencia el artículo 26, fracción IV, calculada conforme a la 

metodología que para tal efecto emita la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del 

Gobierno Federal. 

 

Artículo 32.- Las Obligaciones a corto plazo a que se refiere el presente Capítulo no 

podrán ser objeto de Refinanciamiento o Reestructura a plazos mayores a un año, salvo en 

el caso de las Obligaciones destinadas a Inversión pública productiva y se cumpla con los 

requisitos previstos en el Capítulo I del presente Título Tercero. 

 

CAPÍTULO IV 

De la Deuda Estatal Garantizada 

 

Artículo 33.- El Gobierno del Estado y los Municipios podrán solicitar la garantía del 

Gobierno Federal a las Obligaciones constitutivas de Deuda Pública, en los términos 

establecidos en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los 

Municipios y sus artículos transitorios. 

 

Para adherirse a este mecanismo de contratación de Deuda Estatal Garantizada, el Gobierno 

del Estado y los Municipios deberán cumplir con lo siguiente: 

 

I. Que hayan celebrado convenio con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del 

Gobierno Federal, en términos de este Capítulo, y 

 

II. Afecten participaciones federales suficientes que les correspondan, conforme a la Ley de 

Coordinación Fiscal, bajo un vehículo específico de pago y en los términos que se 

convengan con la citada Secretaría. 

 

Artículo 34.- La autorización para celebrar los convenios a que se refiere este Capítulo 

deberá ser emitida por el Congreso del Estado y, en su caso, por los Ayuntamientos. Los 

convenios deberán ser publicados en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado del Sonora. 

 

En caso de que el Gobierno del Estado incluya a sus Municipios en el mecanismo de 

coordinación previsto en este Capítulo, deberá contar con el aval del propio Gobierno del 
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Estado y suscribir un convenio adicional y único con la Federación respecto a sus 

Municipios. 

 

Artículo 35.- El Gobierno del Estado realizará periódicamente una evaluación del 

cumplimiento de las obligaciones específicas de responsabilidad hacendaria a cargo de los 

Municipios, en términos de lo establecido en los convenios.  

 

El Gobierno del Estado y los Municipios enviarán trimestralmente a la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público del Gobierno Federal y a la Secretaría de Hacienda del 

Gobierno del Estado, respectivamente, la información que se especifique en el convenio 

correspondiente para efectos de la evaluación periódica de cumplimiento. En todo caso, el 

Gobierno del Estado, a través de la Secretaría de Hacienda, deberá remitir la evaluación 

correspondiente de cada Municipio a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del 

Gobierno Federal. 

 

El Gobierno del Estado y los Municipios serán plenamente responsables de la validez y 

exactitud de la documentación e información que respectivamente entreguen para realizar 

la evaluación del cumplimiento referida en el párrafo anterior. 

 

La Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado deberá publicar, a través de su 

respectiva página oficial de Internet, el resultado de las evaluaciones que realicen en 

términos de este artículo. Adicionalmente, el Gobierno del Estado y los Municipios deberán 

incluir en un apartado de su respectiva cuenta pública y en los informes que periódicamente 

entreguen al Congreso del Estado, la información relativa al cumplimiento de los 

convenios. 

 

CAPÍTULO V 

De los Techos de Financiamiento Neto 

 

Artículo 36.- Cada Ente Público tendrá los siguientes Techos de Financiamiento Neto, de 

acuerdo a la clasificación del Sistema de Alertas previsto en la Ley de Disciplina Financiera 

de las Entidades Federativas y los Municipios: 

 

I. Bajo un endeudamiento sostenible, corresponderá un Techo de Financiamiento Neto de 

hasta el equivalente al 15 por ciento de sus Ingresos de libre disposición; 

 

II. Un endeudamiento en observación tendrá como Techo de Financiamiento Neto el 

equivalente al 5 por ciento de sus Ingresos de libre disposición, y 

 

III. Un nivel de endeudamiento elevado tendrá un Techo de Financiamiento Neto igual a 

cero. 

 

Para los casos previstos en el artículo 7, fracciones I, II y III de esta Ley, se autorizará 

Financiamiento Neto adicional al Techo de Financiamiento Neto contemplado en este 

artículo, hasta por el monto de Financiamiento Neto necesario para solventar las causas que 

generaron el Balance presupuestario de recursos disponible negativo. 
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Para efectos de la determinación del Techo de Financiamiento Neto de aquellos Entes 

Públicos que no tengan contratados Financiamientos y Obligaciones inscritos en el Registro 

Público Único, que den lugar a la evaluación que deberá realizar la Secretaría de Hacienda 

y Crédito Público del Gobierno Federal sobre los indicadores del Sistema de Alertas, 

tendrán que entregar la información requerida por la citada Secretaría de acuerdo al 

Reglamento del Registro Público Único para la evaluación correspondiente. 

 

Artículo 37.- Los Entes Públicos celebrarán convenios con el Gobierno del Estado o el 

Municipio para establecer obligaciones específicas de responsabilidad hacendaria, según 

corresponda. El seguimiento de las obligaciones establecidas en dicho convenio estará a 

cargo de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado o el Municipio, según 

corresponda. El seguimiento referido deberá realizarse con una periodicidad trimestral, 

remitirse a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del Gobierno Federal y publicarse a 

través de las páginas oficiales de Internet del Ente Público responsable del seguimiento. 

 

CAPÍTULO VI 

Del Registro Público Único 

 

Artículo 38.- Para la inscripción de los Financiamientos y Obligaciones en el Registro 

Público Único, previsto en la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y 

los Municipios, se deberá cumplir con lo siguiente: 

 

I. Los Financiamientos y Obligaciones deberán cumplir con los requisitos establecidos en 

los Capítulos I y II del Título Tercero de la presente Ley, en los términos del reglamento 

del Registro Público Único; 

 

II. En el caso de Financiamientos y Obligaciones que utilicen como Garantía o Fuente de 

pago las participaciones o aportaciones federales, se deberá cumplir con las disposiciones 

establecidas en la Ley de Coordinación Fiscal; 

 

III. En el caso de la Deuda Estatal Garantizada se deberá contar con la inscripción en el 

Registro de la Deuda del Sector Público Federal; 

 

IV. Contar con un registro de empréstitos y obligaciones del Estado y los Municipios; 

 

V. En su caso, el Ente Público deberá estar en cumplimiento con la entrega de información 

para la evaluación del Sistema de Alertas; 

 

VI. Tratándose de Obligaciones que se originen de la emisión de valores, bastará con que 

se presente evidencia de dichos valores, de acuerdo con el procedimiento establecido en el 

reglamento del Registro Público Único, en el entendido que dentro de los diez días hábiles 

siguientes a la inscripción de los mismos deberá notificarse a la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público del Gobierno Federal su circulación o colocación; de lo contrario, se 

procederá a la cancelación de la inscripción; 

 

VII. Se registrarán los Financiamientos y Obligaciones de los Municipios y sus Entes 

Públicos, tanto los que cuenten con la garantía del Gobierno del Estado, como en los que, a 
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juicio del Gobierno del Estado, los Municipios tengan ingresos suficientes para cumplir con 

los mismos; 

 

VIII. Los Entes Públicos deberán publicar su información financiera de acuerdo con las 

disposiciones de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y las normas expedidas 

por el Consejo Nacional de Armonización Contable al cual hace referencia dicha Ley. Para 

tal efecto, los Entes Públicos deberán presentar la opinión del Instituto Superior de 

Auditoría y Fiscalización del Estado de Sonora (ISAF), en la que manifieste si el ente 

público cumple con dicha publicación; 

 

IX. Los Financiamientos destinados al Refinanciamiento sólo podrán liquidar 

Financiamientos previamente inscritos en el Registro Público Único, y 

 

X. Los demás requisitos que establezca el propio reglamento del Registro Público Único. 

 

Artículo 39.- Respecto a la inscripción de las Obligaciones que se deriven de contratos de 

Alianzas Público Privadas de Servicios o Asociaciones Público-Privadas, los Entes 

Públicos deberán presentar al Registro Público Único la información relativa al monto de 

inversión del proyecto a valor presente y el pago mensual del servicio, identificando la 

parte correspondiente al pago de inversión, el plazo del contrato, así como las erogaciones 

pendientes de pago. 

 

Artículo 40.- La disposición o desembolso del Financiamiento u Obligación a cargo de los 

Entes Públicos estará condicionada a la inscripción de los mismos en el Registro Público 

Único, excepto tratándose de Obligaciones a corto plazo o emisión de valores, en cuyo caso 

deberán quedar inscritos en un período no mayor a 30 días, contados a partir del día 

siguiente al de su contratación, de la fecha de cierre del libro o de subasta, según 

corresponda. 

 

Artículo 41.- Para la cancelación de la inscripción en el Registro Público Único de un 

Financiamiento u Obligación, el Ente Público deberá presentar la documentación mediante 

la cual el acreedor manifieste que el Financiamiento u Obligación fue liquidado o, en su 

caso, que no ha sido dispuesto. 

 

Artículo 42.- El registro de empréstitos y obligaciones del Estado y los Municipios, 

previsto en el artículo 38, fracción IV, de esta Ley, se publicará a través de la página oficial 

de Internet de la Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado y se actualizará 

mensualmente. La publicación deberá incluir, al menos, los siguientes datos: deudor u 

obligado, acreedor, monto contratado, fecha de contratación, tasa de interés, plazo 

contratado, recurso otorgado en Garantía o Fuente de pago, fecha de inscripción y fecha de 

última modificación en el Registro Público Único. Asimismo, deberá incluir la tasa 

efectiva, es decir, la tasa que incluya todos los costos relacionados con el Financiamiento u 

Obligación de acuerdo con la metodología que para tal efecto expida la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público del Gobierno Federal a través de lineamientos. 

 

Artículo 43.- La Secretaría de Hacienda del Gobierno del Estado deberá enviar 

trimestralmente a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del Gobierno Federal, dentro 
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del plazo de 30 días naturales posteriores al término de los meses de marzo, junio, 

septiembre y diciembre, la información correspondiente a cada Financiamiento y 

Obligación del Estado y los Municipios y de cada uno de sus Entes Públicos. 

 

TÍTULO CUARTO 

De la fiscalización 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

 

Artículo 44.- La fiscalización sobre el cumplimiento de lo dispuesto en esta Ley 

corresponderá al ISAF, así como a la Auditoría Superior de la Federación, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 79 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

TÍTULO QUINTO 

De las Sanciones 

 

CAPÍTULO ÚNICO 

 

Artículo 45.- Los actos u omisiones que impliquen el incumplimiento a los preceptos 

establecidos en la presente Ley y demás disposiciones aplicables en la materia, serán 

sancionados de conformidad con lo previsto en la legislación en materia de 

responsabilidades administrativas de los servidores públicos y demás disposiciones 

aplicables. 

 

Artículo 46.- Los servidores públicos y las personas físicas o morales que causen daño o 

perjuicio estimable en dinero a la hacienda del Estado o de los Municipios, incluyendo en 

su caso, los beneficios obtenidos indebidamente por actos u omisiones que les sean 

imputables, o por incumplimiento de obligaciones derivadas de esta Ley, serán 

responsables del pago de la indemnización correspondiente, en los términos de las 

disposiciones aplicables. 

 

Las responsabilidades se fincarán en primer término a quienes directamente hayan 

ejecutado los actos o incurran en las omisiones que las originaron y, subsidiariamente, a los 

que por la naturaleza de sus funciones, hayan omitido la revisión o autorizado tales actos 

por causas que impliquen dolo, culpa o negligencia por parte de los mismos. 

 

Serán responsables solidarios con los servidores públicos respectivos, las personas físicas o 

morales privadas en los casos en que hayan participado y originen una responsabilidad. 

 

Artículo 47.- Las sanciones e indemnizaciones que se determinen por el incumplimiento a 

las disposiciones de esta Ley tendrán el carácter de créditos fiscales y se fijarán en cantidad 

líquida, sujetándose al procedimiento de ejecución que establece la legislación aplicable. 

 

Artículo 48.- Los funcionarios del Gobierno del Estado y los Municipios informarán a la 

autoridad competente cuando las infracciones a esta Ley impliquen la comisión de una 

conducta sancionada en los términos de la legislación penal. 
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Artículo 49.- Las sanciones e indemnizaciones a que se refiere esta Ley se impondrán y 

exigirán con independencia de las responsabilidades de carácter político, penal, 

administrativo o civil que, en su caso, lleguen a determinarse por las autoridades 

competentes. 

 

TRANSITORIOS 

 

Artículo primero.- La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en 

el Boletín Oficial del Gobierno del Estado. 

 

Artículo segundo.- Se abroga la Ley de Deuda Pública del Estado de Sonora y se derogan 

todas las disposiciones que se opongan a la presente Ley. 

 

Artículo tercero.- Las disposiciones relacionadas con el equilibrio presupuestario y la 

responsabilidad hacendaria del Estado a que se refiere el Capítulo I del Título Segundo de 

esta la Ley, entrarán en vigor para efectos del ejercicio fiscal 2017, con las salvedades 

previstas en los transitorios siguientes. 

 

Artículo cuarto.- El porcentaje a que hace referencia el artículo 9 de esta Ley, relativo al 

nivel de aportación al fideicomiso para realizar acciones preventivas o atender daños 

ocasionados por desastres naturales, corresponderá a un 2.5 por ciento para el año 2017, 5.0 

por ciento para el año 2018, 7.5 por ciento para el año 2019 y, a partir del año 2020 se 

observará el porcentaje establecido en el artículo citado. 

 

Artículo quinto.- La fracción I del artículo 10 de esta Ley entrará en vigor para efectos del 

Presupuesto de Egresos correspondiente al ejercicio fiscal 2018. 

 

Adicionalmente, los servicios personales asociados a seguridad pública y al personal 

médico, paramédico y afín, estarán exentos del cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 

10 de esta Ley hasta el año 2020. En ningún caso, la excepción transitoria deberá 

considerar personal administrativo. 

 

Las nuevas leyes federales o reformas a las mismas, a que se refiere el último párrafo de la 

fracción a que se refiere el presente transitorio serán aquéllas que se emitan con 

posterioridad a la entrada en vigor de esta la Ley. 

 

Artículo sexto.- El porcentaje a que hace referencia el artículo 12 de esta Ley, relativo a los 

adeudos del ejercicio fiscal anterior, será del 5 por ciento para el ejercicio 2017, 4 por 

ciento para el 2018, 3 por ciento para el 2019 y, a partir del 2020 se observará el porcentaje 

establecido en el artículo citado. 

 

Artículo séptimo.- El registro de proyectos de Inversión pública productiva de cada 

entidad federativa y el sistema de registro y control de las erogaciones de servicios 

personales, a que se refiere el artículo 13, fracción III, segundo párrafo y la fracción V, 

segundo párrafo, respectivamente de esta la Ley, deberá estar en operación a más tardar el 

1o. de enero de 2018. 
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Artículo octavo.- Los Ingresos excedentes derivados de Ingresos de libre disposición a que 

hace referencia el artículo 14, fracción I de esta Ley, podrán destinarse a reducir el Balance 

presupuestario de recursos disponibles negativo de ejercicios anteriores, a partir de la 

entrada en vigor de esta Ley y hasta el ejercicio fiscal 2022. 

 

En lo correspondiente al último párrafo del artículo 14 de esta Ley, adicionalmente podrán 

destinarse a Gasto corriente hasta el ejercicio fiscal 2018 los Ingresos excedentes derivados 

de Ingresos de libre disposición, siempre y cuando el Estado se clasifique en un nivel de 

endeudamiento sostenible de acuerdo al Sistema de Alertas. 

 

Artículo noveno.- Las disposiciones relacionadas con el equilibrio presupuestario y la 

responsabilidad hacendaria de los Municipios a que se refiere el Capítulo II del Título 

Segundo de esta Ley, entrarán en vigor para efectos del ejercicio fiscal 2018, con las 

salvedades previstas en los transitorios Décimo y los que apliquen de acuerdo al artículo 21 

de la Ley. 

 

Artículo décimo.- El porcentaje a que hace referencia el artículo 20 de esta Ley, relativo a 

los adeudos del ejercicio fiscal anterior de los Municipios, será del 5.5 por ciento para el 

año 2018, 4.5 por ciento para el año 2019, 3.5 por ciento para el año 2020 y, a partir del año 

2021 se estará al porcentaje establecido en dicho artículo. 

 

Artículo décimo primero.- En el caso de los Entes Públicos, con excepción del Gobierno 

del Estado y los Municipios, que se ubiquen en un endeudamiento elevado conforme a la 

evaluación inicial del Sistema de Alertas, los convenios a que hacen referencia los artículos 

33 y 37 de esta Ley, podrán establecer un Techo de Financiamiento Neto distinto al 

señalado en el artículo 36 de la misma. 

 

Artículo décimo segundo.- Las disposiciones relacionadas con el Registro Público Único 

serán aplicables hasta la entrada en operación del mismo. 

 

Artículo décimo tercero.- Con respecto a los fideicomisos de financiamiento y 

fideicomisos de presupuestación multianual para inversión, establecidos en los artículos 19 

Bis y 19 Ter de Ley de Deuda Pública del Estado de Sonora, respectivamente, se deberán 

respetar los derechos de los terceros que hayan contratado con dichos fideicomisos, en los 

términos y condiciones pactados, en tanto continúen vigentes. 

 

 

A T E N T A M E N T E 

Hermosillo, Sonora, a 31 de mayo de 2016 

 

 

 

DIP. MOISÉS GÓMEZ REYNA 
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HONORABLE ASAMBLEA:  

 

Los suscritos en nuestro carácter de Diputados integrantes del Grupo 

Parlamentario del Partido Nueva Alianza de esta LXI Legislatura del H. Congreso del 

Estado de  Sonora, en ejercicio de nuestro derecho de iniciativa, consagrado por los 

artículos 53,  fracción III de la Constitución Política del Estado de Sonora y 32, fracción II 

de la Ley  Orgánica del Poder Legislativo, acudimos  ante esa Asamblea con el propósito 

de someter a su consideración, iniciativa con punto de Acuerdo a efecto de que se exhorte  

a la Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Sonora,  para que a través de la Secretaría de 

Educación y Cultura, se ratifique la vigencia y permanencia de los beneficios obtenidos 

del Programa de Carrera Magisterial, esto a favor de los trabajadores de la 

educación;    puntualizándose y difundiendo ampliamente,  que el estímulo obtenido 

del Programa de Carrera Magisterial,  conserva las repercusiones en Seguridad Social 

y demás Prestaciones, y se informe con precisión que estas se preservan aun si fuese 

necesario que su pago se realice descompactado del sueldo tabular del concepto 07. 

 

Con el propósito de dar cumplimiento con los requisitos de 

fundamentación y motivación establecidos por el artículo 129 de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo, nos remitimos a la siguiente:   

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

 

Con fecha 26 de Febrero de 2013,  se publicó en el Diario Oficial de 

la Federación el Decreto por el que se reforman  los artículos 3  y 73 de la Constitución 

Política Mexicana en materia educativa; dichas reformas giraron en torno a dos ejes 

principales:  La implementación del Servicio Profesional Docente y la creación de un 

organismo autónomo denominado Instituto Nacional para la Evaluación  de la Educación, 

todo esto con la finalidad de garantizar la calidad en la educación y  en la prestación de 

servicios educativos, esto con pleno respeto a los derechos constitucionales de los 

trabajadores de la educación. 
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En consecuencia, el día 11 de Septiembre del 2013, se publica en el 

Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se expide la Ley General del Servicio 

Profesional Docente, instrumento jurídico en el que se establece una estructura y 

organización que regulan el ingreso, la promoción, actualización, capacitación, 

reconocimiento y permanencia en el Servicio Profesional Docente, mediante mecanismos 

que permitan a los maestros acreditar sus capacidades. Asimismo, en la misma fecha se 

publica el Decreto por el que se expide la Ley del Instituto Nacional para la Evaluación de 

la Educación, con el objeto de regular el Sistema Nacional de Evaluación Educativa y el 

Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación.  

 

Es importante señalar que previo a la reforma educativa en cita, los 

docentes,  directores, supervisores escolares y asesores técnicos pedagógicos para la 

educación pública básica, contaban con el denominado Programa de Carrera Magisterial, 

un sistema de promociones horizontales con cinco niveles (del A al E), donde el ascenso de 

uno a otro dependía de una evaluación global que incluía criterios para calificar el 

desempeño y los méritos profesionales;  un programa que nació en el año de 1992  en base 

al Acuerdo Nacional para la Modernización Educativa, en el marco de la revaloración 

social de la función magisterial,  y el cual buscó la profesionalización y  la excelencia 

académica,  y a su vez,  responder a la demanda de los docentes de mejorar su salario, 

fomentando su permanencia. Cabe resaltar, que el incentivo económico adquirido con cada 

nivel de Carrera Magisterial a favor de los trabajadores, se integraba al concepto 07 (sueldo 

base tabular), y en consecuencia mantiene repercusiones en seguridad social como lo es la 

jubilación y demás prestaciones como Aguinaldo y Prima Vacacional.   

 

Con la aprobación y posterior publicación en el Diario Oficial de la 

Federación de la Reforma Educativa efectuada en el año de 2013, Carrera Magisterial se 

sustituye por el Programa de Promoción en la Función por Incentivos en Educación Básica, 

mismo que se encuentra sustentado en los artículos 37, 38 y 39 de la Ley General del 

Servicio Profesional Docente. Un nuevo programa cuyo establecimiento lo efectúa la 

Secretaria de Educación Pública y cuya operación estará a cargo de las Autoridades 

Educativas Locales en apego a las reglas emitidas por la propia S.E.P.    
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Es importante mencionar que el artículo Décimo Primero Transitorio 

de la Ley General del Servicio Profesional Docente, en su párrafo tercero establece que:  

 

Décimo Primero. … 

…. 

Los beneficios adquiridos por el personal que participa en Carrera Magisterial no 

podrán ser afectados en el tránsito al programa a que se refiere el artículo 37 de 

esta Ley.  

…. 

Es decir, la normatividad es clara al señalar que los beneficios 

adquiridos por los trabajadores de la educación relativos a Carrera Magisterial,  no podrán 

ser afectados, pues de lo contrario se lesionaría en su perjuicio el principio jurídico de 

irretroactividad en la Ley;   recordemos que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 

varios criterios,  ha sostenido que para analizar si un ordenamiento vulnera el derecho a la 

irretroactividad de la ley es necesario atender a los postulados de la teoría de los 

componentes de la norma, conforme a la cual, toda norma jurídica se compone de dos 

elementos: un supuesto, que puede ser complejo cuando se integra por diversos actos 

parciales sucesivos, y una consecuencia, que al realizarse genera los derechos y las 

obligaciones correspondientes. De modo que, tratándose de supuestos complejos, una 

norma posterior viola el derecho invocado sólo cuando modifique los actos del supuesto 

que ya se hubieran realizado bajo la vigencia de la norma anterior, de tal suerte que si los 

beneficios obtenidos por Carrera Magisterial actualizaron derechos vigentes para los 

trabajadores incorporados al Programa, ese derecho debe permanecer intocado como lo 

precisa el mismo artículo Decimo Primero Transitorio en cita.  

 

Este derecho adquirido ha sido también reconocido por la misma 

autoridad educativa, al emitirse la Circular/CNSPD/003/2015  de fecha 15 de Diciembre de 

2015, suscrita por el Coordinador Nacional del Servicio Profesional Docente, misma que 
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textualmente precisa: “Con el propósito de precisar el tratamiento que aplica al concepto 

de Carrera Magisterial al magisterio que ostenta este estímulo y en particular a los que 

obtuvieron alguna Promoción en el pasado concurso de oposición, a cargos de Dirección, 

Supervisión y Asesoría Técnica Pedagógica en la Educación Básica;  es importante 

considerar lo que establece el artículo Décimo Primero Transitorio de la Ley General del 

Servicio Profesional Docente… En ese sentido, el estímulo de Carrera Magisterial 

continuará siendo sujeto de seguridad social, aguinaldo y prima vacacional…” 

 

En consecuencia y con el objetivo de dar certeza a los compañeros 

trabajadores de la educación, respecto a las condiciones del Programa de Carrera 

Magisterial que concluyó su etapa operativa el 31 de Mayo de 2015,  y considerando una 

serie de mensajes y documentos que están desorientando a los docentes, creando 

incertidumbre,   razón por la cual el Grupo Parlamentario de Nueva Alianza considera 

pertinente hacer un llamado a la Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Sonora, para que,  

a través de la Secretaría de Educación y Cultura, se ratifique la vigencia y permanencia de 

los beneficios obtenidos  del Programa de Carrera Magisterial, esto a favor de los 

trabajadores de la educación; puntualizándose y difundiendo ampliamente,  que el estímulo 

obtenido del Programa de Carrera Magisterial,  conserva las repercusiones en seguridad 

social y demás prestaciones, y se informe con precisión que estas se preservan aun si fuese 

necesario que su pago se realice descompactado del sueldo tabular del concepto 07. 

 

Seguro estamos que este tipo de acciones que se plantean, vendrán a 

dar tranquilidad, certidumbre y certeza a los más de 14,155   trabajadores de la educación 

en Sonora que a través de los años, en base a la superación profesional, preparación y 

esfuerzo, se incorporaron en los distintos niveles de Carrera Magisterial, aplicando sus 

conocimientos en las aulas a favor de la formación de los miles de niños y niñas 

Sonorenses, abonando así al Sistema Educativo Mexicano.   

 

Son por todos estos razonamientos y fundamentos legales por los 

cuales consideramos pertinente hacer el llamado a las autoridades precisadas, con la 
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finalidad de dar certeza y tranquilidad laboral a los trabajadores de la educación, por lo cual 

proponemos el siguiente punto de:  

 

A C U E R D O 

 

ÚNICO.- El Congreso del Estado de Sonora resuelve exhortar a la Titular del Poder 

Ejecutivo del Estado para que, a través de la Secretaria de Educación y Cultura, se ratifique 

la vigencia de los beneficios alcanzados en el estímulo de Carrera Magisterial, mismo que 

han sido adquiridos legal y legítimamente, convirtiéndose a partir de la culminación de la 

fase operativa, en un estímulo definitivo para el trabajador en todo su trayecto profesional 

docente. Asimismo, para que se puntualice y difunda ampliamente por parte de la 

Secretaria de Educación y Cultura, que el estímulo derivado del Programa de Carrera 

Magisterial, conserva las repercusiones en seguridad social como jubilación y en 

prestaciones genéricas como el aguinaldo y prima vacacional, sin menoscabo de 

repercusión en las prestaciones conciliadas en base a lo establecido en la Ley de 

Coordinación Fiscal, al entrar en vigencia el Fondo Operativo y Nómina Educativa 

(FONE). Por último, se exhorta para que se informe con precisión a los trabajadores de la 

educación, que la preservación de las repercusiones del estímulo derivado del Programa de 

Carrera Magisterial se mantiene, aún si fuese necesario que su pago se realice 

descompactado del sueldo tabular (07). 

 

Todo lo anterior en cumplimiento a lo que mandata el artículo Décimo Primero Transitorio 

de la Ley General del Servicio Profesional Docente. 

 

Finalmente, con fundamento en el artículo 124, fracción III de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Sonora, se solicita que el presente asunto 

sea considerado de urgente y obvia resolución y se dispense el trámite de comisión, para 

que sea discutido y decidido, en su caso, en esta misma sesión plenaria del Honorable 

Congreso del Estado. 

A T E N T A M E N T E 
Hermosillo, Sonora, a 31 de Mayo de 2016.  

 

 

  
DIP. FERMÍN TRUJILLO FUENTES          DIP. TERESA MARÍA OLIVARES OCHOA 
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Hermosillo, Sonora a 31 de mayo de 2016 

 

HONORABLE ASAMBLEA:  

 

La suscrita SANDRA MERCEDES HERNANDEZ BARAJAS 

Diputada del Partido Acción Nacional en esta LXI Legislatura del Estado de Sonora, en 

ejercicio del derecho de iniciativa previsto por los artículos 53, fracción III de la 

Constitución Política del Estado de Sonora y 32, fracción II de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo, acudimos ante esta Asamblea Legislativa con el objeto de someter a su 

consideración, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que adiciona diversas 

disposiciones a la Ley del Registro Civil para el Estado de Sonora, para lo cual fundamos la 

procedencia de la misma bajo la siguiente: 

 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

 

   Los congresistas del Partido Acción Nacional en Sonora, hemos sido 

constantes en nuestro impulso a la eficiencia de las instituciones, comenzando con 

iniciativas a este órgano legislativo. 

 

   Continuando con esta línea de acción, consideramos oportuno dirigir 

este esfuerzo a las áreas de interacción entre el gobierno y los ciudadanos, pues es aquí 

donde los resultados de los esfuerzos de este órgano parlamentario se hacen palpables. 

 

Ahora bien, el Derecho civil, en términos generales, es el conjunto de 

principios y normas jurídicas que regulan las relaciones más generales y cotidianas de la 

vida de los ciudadanos, en su ámbito personal y privado. 

 

Estas normas, regulan sus relaciones con sus semejantes y con el 

Estado, en tanto esas relaciones tengan por objeto satisfacer necesidades de carácter 

genéricamente humanas como tener un nombre, un estado civil, y diferenciar sus rasgos 

para establecer sus relaciones humanas. 



 Mayo 30, 2016. Año 10, No. 814 

 

 

Ahora bien, como antecedente tenemos que con fecha 09 de Enero 

del año 2014, se publicó en el Boletín Oficial No 3 Sección VI, del Estado de Sonora una 

nueva Ley del Registro Civil donde se contempló el capítulo XIII denominado ¨de las 

Rectificaciones de Actas¨; en dicho capitulo se establecieron dos procedimientos 

administrativos de rectificación con la finalidad de corregir las actas del estado civil: 

 

En el primer procedimiento se contempla la facultad por parte del 

Registro Civil de corregir errores mecanográficos o, cuando se trate de complementar o 

ampliar los datos contenidos en la propia acta del estado civil, siempre que las 

circunstancias origen de la aclaración aparezca del contenido del propio instrumento, y no 

sean modificados sus elementos esenciales. 

 

En el segundo procedimiento nombrado como especial dentro de la 

Ley de Registro Civil para el Estado de Sonora se admiten medios de prueba los cuales 

serían regulados en el Reglamento correspondiente del registro civil. 

 

   Con estos nuevos procedimientos se pretendió en su momento  

brindar  una alternativa más a los usuarios para sustanciar y resolver los errores que privan 

en sus actas de forma más rápida, económica y expedita, desahogando con esto el sistema 

judicial;  

 

No obstante lo anterior, se dejó de atender una problemática real y 

bastante común en la que se encuentran un gran número de sonorenses, a quienes se 

observa que su nombre (plasmado en su acta de nacimiento), no presenta errores, pero que 

los subsecuentes documentos oficiales tales como credencial de elector, cartilla militar, acta 

de matrimonio etc., no se expidieron conforme al documento de identidad, es decir su acta 

de nacimiento. 
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La problemática que específicamente quiere atenderse con esta 

iniciativa de reforma radica en los casos donde las persona hayan utilizado en sus 

relaciones sociales, familiares o con el Estado, un nombre diverso de aquel que está 

asentado en su acta de nacimiento. 

 

En este sentido, la solicitud de modificación de nombre encuentra su 

razón en adaptar la identificación jurídica a la realidad social de la persona; dicho de otra 

manera, en el caso en que se ha usado constantemente otro nombre diverso de aquél que 

consta en el registro y siendo que con la modificación del nombre se hace posible la 

identificación de la persona, se trata entonces de ajustar el acta a su verdadera realidad 

social, siempre y cuando, además, esté probado que el cambio no implica actuar de mala fe, 

no se contraría la moral, no se defrauda ni se pretende establecer o modificar la filiación, ni 

se causa perjuicio a tercero. 

 

De esta manera, no puede considerarse que la modificación solicitada 

cause perjuicios a terceros, ya que los derechos y obligaciones generados con motivo de las 

relaciones jurídicas creadas entre dos o más personas, no se modifican ni se extinguen, sino 

por virtud de alguna de las causas previstas en los ordenamientos civiles y mercantiles 

correspondientes;  máxime que, en todo caso, quedará constancia de dicha rectificación  

mediante la anotación marginal que se asiente en el registro principal de su nacimiento. De 

ahí que tales derechos y obligaciones continúen vigentes con todos sus efectos.  

 

  La aprobación de esta modificación pretende terminar con el 

oneroso juicio denominado juicio de Adecuación a la Realidad Social y con la carga de 

trabajo de los juzgados de primera instancia de lo Familiar con motivo de este tipo de 

asuntos, que representan casi el 20% de los expedientes en trámite y, se logrará con 

celeridad el objetivo principal del procedimiento que se sintetiza a la obtención pronta y 

expedita de la rectificación del acta del estado civil.  

 

   En esencia, el actual procedimiento para este tipo de trámites es en 

los Juzgados de Primera Instancia de lo Familiar conlleva a la presentación de un escrito 
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inicial de demanda y el cumplimiento de cada una de las etapas del juicio ordinario que 

son: emisión del auto de radicación, emplazamiento, así como cumplir con las 

publicaciones ordenadas y que transcurra un término de 8 días concedido para que se 

manifiesten acerca de la demanda; posteriormente se fija fecha para la celebración de la 

audiencia previa y de depuración, abriéndose un término para el ofrecimiento de pruebas y, 

una vez cumplido, se procede a su desahogo, para después pasar a la fase de alegatos y 

conclusiones, y finalmente concluir con el pronunciamiento de la sentencia definitiva, 

misma que al ser dictada, habrá de ser notificada nuevamente y remitida al Tribunal de 

Justicia del Estado para ser objeto de una revisión de oficio, lo que dilata aún más el juicio. 

 

Es importante señalar que debido al interés que tiene el Estado en la 

seguridad jurídica de la identidad de las personas, el procedimiento actual como ya quedó 

asentado, está sujeto a una segunda revisión por el tribunal de alzada para dar mayor 

certeza en las resoluciones judiciales tomadas en este rubro con una segunda revisión o 

valoración;  

 

De lo anterior surge la relevancia de la presente propuesta de 

reforma, ya que el Estado al plantear en el procedimiento administrativo la valoración del 

mismo por dos funcionarios del Registro Civil. 

  

   De ahí que para obtener la rectificación de un acta, una persona 

puede llegar a esperar un tiempo de ocho, doce o catorce meses, pues su desahogo conlleva 

las mismas etapas, con excepción de la conciliación, que el procedimiento para obtener un 

divorcio necesario, una rescisión de contrato civil o una usucapión, lo que pone en 

evidencia la extensión del procedimiento, y es muestra de la necesidad de promover una 

forma más ágil y expedita para la solución de estos errores registrales.  

  

 

   En síntesis, el proceso simplificado que esta iniciativa propone, más 

rápido y eficiente, incluye las siguientes características:  
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a) El establecimiento de un procedimiento especial dentro de la Ley de 

Registro Civil para el Estado de Sonora, que logre darle mayor celeridad 

al mismo, admitiendo medios de prueba. 

b) Se seguirán observando las garantías de seguridad jurídica y los 

principios procesales tales como el de legalidad, concentración procesal, 

oralidad y economía procesal, pero a la vez permita que la justicia sea 

expedita.  

 

En consecuencia, con fundamento en los Artículos 53, fracción III, de 

la Constitución Política del Estado de Sonora y 32, fracción II, de la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo, someto a la consideración de esta Honorable Asamblea la siguiente 

iniciativa con proyecto de: 

D E C R E T O 

 

QUE ADICIONA DISPOSICIONES DE LA LEY DEL REGISTRO CIVIL PARA 

EL ESTADO DE SONORA. 

 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se adiciona la Fracción XIII del artículo 115 

de la Ley del Registro Civil para quedar como sigue: 

 

“Artículo 115.- El procedimiento administrativo mediante el cual, la 

Dirección General emitirá la resolución administrativa que ordene 

la rectificación de un acta del estado civil, se sustentará en solicitud 

que tenga como finalidad la aclaración del acta que corresponda 

para corregir en ella: 

 

[I a la XII]… 

 

XIII.- Cuando el nombre de una persona en su acta de nacimiento 

no coincida con los demás documentos oficiales con que se ostente 

el interesado; la Dirección General del Registro Civil estará 

facultada para allegarse de los elementos de convicción que estime 

pertinentes para determinar la procedencia de la adecuación a la 

realidad social que solicita el interesado de su acta de nacimiento; 

dicho trámite administrativo deberá ser avalado o firmado además 

del Director General del Registro Civil por el Director jurídico de 

dicha institución, siempre y cuando se corrobore fehacientemente su 

identidad  con los siguientes datos: fecha de nacimiento, lugar de 

nacimiento y nombre de los padres, y que dichos datos sean 

cotejados contra documentos oficiales. 
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TRANSITORIO 

 

ARTÍCULO PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al siguiente día de su 

publicación en el boletín oficial del Gobierno del Estado 

 

ATENTAMENTE 

 

 

 

DIPUTADA SANDRA MERCEDES HERNANDEZ BARAJAS 

Congresista del Partido Acción Nacional 
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Honorable Asamblea: 

 

El suscrito, diputado integrante del Grupo Parlamentario del Partido 

Revolucionario Institucional de la LXI Legislatura del Congreso del Estado de Sonora, con 

fundamento en lo dispuesto por los artículos 53, fracción III de la Constitución Política del 

Estado de Sonora, 32, fracción II y 129 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 

de Sonora, someto a la consideración de esta Soberanía, la siguiente INICIATIVA CON 

PROYECTO DE DECRETO QUE REFOMA Y DEROGA DIVERSAS 

DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE SONORA, fundando la 

procedencia de la misma en la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

                        Que con motivo de las últimas reformas hechas a la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materias como la penal, transparencia, 

educación, entre otras. Las legislaturas de las entidades federativas, se han visto en la 

necesidad de adecuar su marco jurídico local, a efecto de que el mismo sea congruente con 

las bases que dicta nuestra constitución federal y así evitar contrariar a la misma. 

    

                                    Por dicho motivo me he dado a la tarea de revisar y analizar las 

reformas que se han hecho en los últimos años a la Constitución Federal y en ese ejercicio, 

he advierto la necesidad de modificar nuestro Código Penal del Estado, a fin de adecuarlo a 

las disposiciones constitucionales y legales que actualmente rigen en nuestro país. 

    

                        El 18 de junio de 2008, se publicó en el Diario Oficial de la 

Federación, Decreto con el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones a la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, entre las que destaco la reforma 

que se le hizo a la fracción XXI del artículo 73, la cual dispone que el Congreso de la 

Unión está facultado para establecer los delitos y faltas contra la Federación y fijar los 

castigos que por ellos deban imponerse, así como legislar en materia de delincuencia 

organizada. 
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                        Dentro de los artículos transitorios de dicho Decreto, establece el 

artículo sexto lo siguiente: 

 

“Sexto. Las legislaciones en materia de delincuencia organizada de las entidades 

federativas, continuarán en vigor hasta en tanto el Congreso de la Unión ejerza la facultad 

conferida en el artículo 73, fracción XXI, de esta Constitución. Los procesos penales 

iniciados con fundamento en dichas legislaciones, así como las sentencias emitidas con 

base en las mismas, no serán afectados por la entrada en vigor de la legislación federal. 

Por lo tanto, deberán concluirse y ejecutarse, respectivamente, conforme a las 

disposiciones vigentes antes de la entrada en vigor de esta última.” 

    

                        En relación a lo anterior, en Sonora hasta la fecha, se tipifica la 

delincuencia organizada como un delito dentro del Código Penal, delito que debe de ser 

derogado, dado que el supuesto contenido en el artículo transitorio antes transcrito, ya se 

actualizo, es decir, el Congreso de la Unión ya legisló en materia de delincuencia 

organizada, ya que el pasado 12 de enero del presente año, se publicó en el Diario Oficial 

de la Federación, Decreto que reforma a la fracción I y adiciona una fracción VIII al 

artículo 2o. de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, mediante el cual se 

ejerció precisamente la facultad referida en el artículo 73, fracción XXI de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

     

                        Por otra parte, el 04 de mayo de 2009, se publicó en el Diario Oficial 

de la Federación una reforma al inciso a), de la fracción XXI del artículo 73, mediante el 

cual se establece que el Congreso de la Unión tiene facultad para establecer los delitos y las 

faltas contra la Federación y fijar los castigos que por ellos deban imponerse; expedir leyes 

generales en materias de secuestro, y trata de personas. 

 

   Con motivo de lo anterior, el 30 de noviembre del 2010, se publicó 

en el Diario Oficial de la Federación, la nueva Ley General para Prevenir y Sancionar los 
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Delitos en Materia de Secuestro, Reglamentaria de la fracción XXI del artículo 73 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, posteriormente el 14 de junio de 

2012, en ese mismo Diario se publicó la nueva Ley General para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar los Delitos en Materia de Trata de Personas y Para la Protección y Asistencia a 

las Víctimas de Estos Delitos. 

    

                                   En ese contexto, al haber ya regulado el Congreso de la Unión los 

delitos de secuestro, trata de personas y delincuencia organizada como materias que le 

son exclusivas para legislar, es necesario que este Poder Legislativo apruebe la presente 

iniciativa de Decreto, a fin de reformar y derogar diversas disposiciones del Código Penal 

local, con el objeto de desaparecer las figuras penales antes aludidas y, de esa manera, 

lograr una armonización entre lo que dispone la Constitución Federal y nuestro Código 

Penal sustantivo. 

 

Por lo anteriormente expuesto y en apego a lo que señalan los 

artículos 53, fracción III, de la Constitución Política del Estado de Sonora y 32, fracción II, 

de la Ley Orgánica del Poder Legislativo de la misma entidad, sometemos a consideración 

de esta Asamblea el siguiente proyecto de: 

 

DECRETO 

 

QUE REFOMA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL 

DEL ESTADO DE SONORA 

 

ARTÍCULO ÚNICO. - Se reforman los artículos 29 BIS, 100, párrafo segundo, 109, 

párrafo segundo, 144 BIS, párrafo primero, 258, primer párrafo y la denominación del 

Título Décimo Noveno y se derogan los artículos 144 BIS, 144-A, 144-B, 144-C, 296, 297, 

297 BIS, 297-A, 297-B, 298, 298 BIS, 298-A, 299, 300, 301, 301 BIS, 301-A, 301-J, 301-K, 

301-L y 329 párrafos cuarto y quinto, todos del Código Penal del Estado de Sonora, para 

quedar como sigue: 

 

ARTÍCULO 29 BIS.- Salvo prueba en contrario y para los efectos del artículo 31 BIS, se 

considera que siempre existe daño moral en los delitos siguientes: corrupción de menores 

de edad e incapaces, utilización de imágenes y/o voces de personas menores de edad para la 

pornografía, relaciones sexuales remuneradas con personas menores de edad, violación, 

violencia intrafamiliar, rapto, abusos deshonestos, privación ilegal de libertad, homicidio, 

feminicidio y chantaje. 
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ARTÍCULO 100. - … 

 

En los delitos de homicidio calificado, feminicidio, utilización de imágenes y/o voces de 

personas menores de edad para la pornografía, evasión de presos, desaparición forzada de 

personas, tráfico de menores e incapaces, violación y en el supuesto a que hace referencia 

el párrafo cuarto del artículo 213, el ejercicio de la acción penal será imprescriptible. 

 

ARTÍCULO 109.- … 

 

Las sanciones derivadas del ejercicio de la acción penal sobre los delitos de homicidio 

calificado, utilización de imágenes y/o voces de personas menores de edad para la 

pornografía, evasión de presos, desaparición forzada de personas, feminicidio, tráfico de 

menores e incapaces, violación y en el supuesto a que hace referencia el párrafo cuarto del 

artículo 213, serán imprescriptibles. 

 

 

TÍTULO SEGUNDO 

DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD PÚBLICA 

 

CAPÍTULO SEXTO 

DELINCUENCIA ORGANIZADA 

 

 

ARTÍCULO 144 BIS.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 144-A.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 144-B.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 144-C.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 258.- Cuando el homicidio sea cometido a propósito de un allanamiento de 

morada o asalto, se sancionará con prisión de veinticinco a cincuenta años.  La misma 

sanción se aplicará cuando el homicidio sea cometido en contra de una persona del sexo 

masculino a propósito de una violación o derivado de su condición de género.     

 

… 

 

… 

 

… 

 

TÍTULO DECIMO NOVENO 

PRIVACIÓN ILEGAL DE LA LIBERTAD Y VIOLACIÓN DE OTROS 

DERECHOS 
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CAPÍTULO II 

SECUESTRO 

 

 

ARTÍCULO 296.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 297.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 297 BIS.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 297-A.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 297-B.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 298.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 298 BIS.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 298-A.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 299.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 300.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 301.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 301 BIS.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 301-A.- Se deroga 

 

 

CAPÍTULO IV 

TRATA DE PERSONAS 

 

 

ARTÍCULO 301-J.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 301-K.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 301-L.- Se deroga 

 

ARTÍCULO 329.- …  

 

I a la VI.- … 
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… 

 

… 

 

Se deroga 

 

Se deroga 

 

 

TRANSITORIO 

 

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su 

publicación en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado. 

 

ATENTAMENTE 

Hermosillo, Sonora, a 31 de mayo de 2016 

 

 

 

C. DIP. JORGE LUIS MÁRQUEZ CÁZARES 
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HONORABLE ASAMBLEA:  

 

Los suscritos, diputados integrantes de la Comisión de Régimen 

Interno y Concertación Política de esta Legislatura, en ejercicio de nuestro derecho de 

iniciativa, consagrado por los artículos 53, fracción III de la Constitución Política del 

Estado de Sonora y 32, fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de 

Sonora, comparecemos ante esta Honorable Asamblea con la finalidad de someter a su 

consideración INICIATIVA CON PUNTO DE ACUERDO MEDIANTE LA CUAL SE 

PROPONE LA CREACIÓN DE UNA COMISIÓN ESPECIAL PARA LOS 

FESTEJOS DEL CENTENARIO DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL 

ESTADO DE SONORA, misma que fundamentamos bajo la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917, 

nace como resultado de una lucha que se dio en nuestro país producto de la inconformidad 

masiva en contra del Porfiriato o Porfirismo como se le denomina al período comprendido 

entre 1876 a 1911 por haber gobernado nuestro país el General Porfirio Díaz, mismo 

período que a pesar de haberse caracterizado por el crecimiento económico y político, las 

clases más bajas se vieron afectadas, toda vez que se inició el despojo de la propiedad 

comunal indígena, se fortaleció el latifundismo, se reprimió con mano dura mediante la ley 

fuga o la pena de muerte a quienes alteraban el orden público o se opusieran al régimen, se 

atacó la libertad de prensa y gran parte de la población se mantuvo en la pobreza, 

situaciones que provocaron la oposición política contra Porfirio Díaz. 

 

Como consecuencia de estos hechos, el General Porfirio Díaz, 

anuncia su deseo de retirarse de su mandato sin buscar su reelección, lo que provoca que 

Francisco I. Madero empiece a movilizarse en el interior del país a efecto de formar un 

partido político que eligiera a sus candidatos en una asamblea nacional y compitiera en las 

elecciones. Sin embargo, a pesar de la declaración de Díaz, éste se lanzó a una nueva 
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candidatura a la presidencia y Francisco I. Madero fue arrestado por Sedición y durante su 

arresto se realizaron las elecciones que le dieron el triunfo al General Díaz. 

 

Madero se fuga de la Prisión y huye a San Antonio, Texas, para 

proclamar el Plan de San Luis, el cual llamaba a todos los mexicanos a levantarse en armas 

en contra del Gobierno del General Díaz, sucediendo esto el 20 de noviembre de 1910. 

Dicho movimiento inició en el norte del país extendiéndose hacia el interior del mismo, una 

vez ocupada Ciudad Juárez, Chihuahua por parte de los revolucionarios, Porfirio Díaz 

renuncia a su mandato y se refugia en Francia en donde vive exiliado. 

 

Fue hasta el año 1911 cuando Francisco I. Madero resulta electo 

como Presidente de México. Durante dicho año se modifica la Constitución de 1857, con el 

fin de prohibir las reelecciones de Presidente y Vicepresidente, posteriormente, se 

promulga una ley electoral en la cual se amplía la libertad electoral, se limita la 

intervención estatal de las elecciones y se establece una mayor igualdad electoral 

 

No obstante lo anterior, el Gobierno Maderista origina diferencias 

con líderes revolucionarios como Emiliano Zapata y Pascual Orozco, lo que provoca un 

nuevo levantamiento armado. En 1913, un movimiento contrarrevolucionario, encabezado 

por Félix Díaz, Bernardo Reyes y Victoriano Huerta, dan un golpe de Estado, el 

levantamiento militar conocido también como "Decena Trágica" termina con el asesinato 

de Madero, su hermano Gustavo y el vicepresidente Pino Suárez. Ante dicha situación 

Victoriano Huerta asume la presidencia, lo que ocasiona la reacción de Venustiano 

Carranza y Francisco Villa, formando el Ejército Constitucionalista, el cual derroca al 

Presidente Victoriano Huerta en el año de 1914. 

 

En septiembre de 1916, se convoca a un Congreso Constituyente para 

reformar la Constitución de 1857 y elevar a rango constitucional las demandas exigidas 

durante el período de la Revolución, sin que ello implicará la modificación a la forma de 

organización y funcionamiento de los poderes del Estado. 

 

https://es.wikipedia.org/wiki/1913
https://es.wikipedia.org/wiki/F%C3%A9lix_D%C3%ADaz
https://es.wikipedia.org/wiki/Bernardo_Reyes
https://es.wikipedia.org/wiki/Victoriano_Huerta
https://es.wikipedia.org/wiki/Golpe_de_Estado
https://es.wikipedia.org/wiki/Decena_Tr%C3%A1gica
https://es.wikipedia.org/wiki/Jos%C3%A9_Mar%C3%ADa_Pino_Su%C3%A1rez
https://es.wikipedia.org/wiki/Venustiano_Carranza
https://es.wikipedia.org/wiki/Venustiano_Carranza
https://es.wikipedia.org/wiki/Francisco_Villa
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El 05 de febrero de 1917, se promulga la nueva Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, publicada ese mismo día en el Diario Oficial de la 

Federación, la cual ratifica el sistema de elecciones directas, la no reelección presidencial, 

se suprime la vicepresidencia, se otorgó mayor autonomía al Poder judicial y más soberanía 

a las entidades federativas, se crea el municipio libre y se refrenda la división de poderes. 

 

En la primavera de 1917, el Gobernador Interino Don Adolfo de la 

Huerta convocó a elecciones extraordinarias expidiendo el Decreto No. 90 el 29 de marzo 

de 1917, para elegir Gobernador, Diputados al Congreso Local, Magistrados al Supremo 

Tribunal y Procurador General de Justicia, señalándose en el Artículo Segundo que el 

Congreso estaría investido con atribuciones de constituyente. 

 

Atendiendo lo dispuesto por la Constitución General de México y la 

Ley Electoral de Sonora, el Gobernador había dividido la entidad en 15 Distritos para elegir 

a los Diputados propietarios y suplentes quienes integrarían el Congreso Constituyente 

destinado a elaborar la nueva Constitución estatal, siguiendo la promulgada en Querétaro. 

 

En consecuencia, la Constitución Política del Estado de Sonora, 

vigente hasta la época actual, fue aprobada a los 15 días del mes de septiembre de 1917, en 

el Salón de Sesiones del Congreso Constituyente de Sonora, instalado para esos efectos en 

Villa de Magdalena. 

 

El amplio y majestuoso edificio del Colegio Fenocchio fue escogido 

como recinto oficial del Congreso Constituyente del Estado de Sonora en 1917, los 

Diputados concentraron sus mejores esfuerzos en estudiar y discutir el trascendental 

documento que los Sres. Gilberto Valenzuela, Aurelio J. Maldonado y Daniel Benítez, 

habían redactado. 

 

Dos meses y medio se requirieron para terminarlo, fijándose el día 15 

de Septiembre de 1917 para su proclamación en la misma ciudad. Tocó a Don Cesareo G. 
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Soriano. Suplente de Don Plutarco Elías Calles –quien se encontraba separado del cargo a 

causa de una licencia–, dar a conocer al pueblo la nueva constitución.  

 

Los Diputados Constituyentes Fueron: Prof. José Ma. Lizárraga por 

Altar, Gabriel Corella por Magdalena, Mayor Máximo Othón por Arizpe, Cesareo G. 

Soriano por Cananea, Antonio R. Romo por Hermosillo, Rosendo Galáz por La Colorada, 

Julián E. León, suplente, que entró en funciones por haber sido rechazada la credencial del 

propietario. Félix González por Guaymas, Clodoveo Valenzuela por Río Yaqui, el Profr. 

Alfonso G. González por Moctezuma, el Profr. Antonio G. Rivera por Ures, Vicente Rivera 

por Batúc, el Capitán Primero del Estado Mayor de la Antigua Brigada “García Morales” 

Adalberto Trujillo, por Sahuaripa, el Profr. Ventura G. Tena por Etchojoa, José A. Castro 

por Huatabampo y el Mayor José Tirado por Álamos. 

 

Hoy por hoy nuestra Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como la Constitución Política del Estado de Sonora, recogen los 

sentimientos y las demandas de los sonorenses durante toda la historia de lucha que se ha 

dado en nuestro querido México y, por tal motivo, dichos acontecimientos son dignos de 

celebrarse en nuestro Estado. 

 

Por lo que en ese contexto histórico tan importante en nuestro País y 

por ende en nuestra Entidad, para los integrantes de la Comisión de Régimen Interno y 

Concertación Política, es de gran interés aprobar el presente acuerdo, con el fin de impulsar 

y motivar a cada sonorense, para que se sienta orgulloso de su historia, aprendiendo de su 

pasado para hacer crecer el futuro de nuestro país.  

 

En ese sentido, proponemos crear una Comisión Especial para los 

Festejos del Centenario de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la 

Constitución Política del Estado de Sonora, la cual llevará a cabo la coordinación de los 

programas y calendarios relativos a las conmemoraciones del Centenario de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado de Sonora 

que se den dentro del territorio sonorense. También es de suma importancia, que dicha 



 Mayo 30, 2016. Año 10, No. 814 

Comisión establezca vínculos de coordinación y cooperación con los Poderes Ejecutivo y 

Judicial, así como con instituciones educativas y organizaciones civiles, para alcanzar los 

señalados fines. 

 

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

53, fracción III de la Constitución Política del Estado de Sonora y 32, fracción II de la Ley 

Orgánica del Poder Legislativo, sometemos a la consideración de esta Honorable 

Asamblea, la siguiente iniciativa con punto de:  

 

A C U E R D O 

 

PRIMERO.- El Congreso del Estado de Sonora, de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 91 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Sonora, resuelve crear la 

Comisión Especial para los Festejos del Centenario de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos y la Constitución Política del Estado de Sonora, con el objeto 

de llevar a cabo actividades de coordinación de los festejos relativos a la conmemoración 

del Centenario de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la 

Constitución Política del Estado de Sonora, que se den en nuestro Estado. 

 

SEGUNDO.- El Congreso del Estado de Sonora resuelve que la Comisión Especial para 

los Festejos del Centenario de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 

la Constitución Política del Estado de Sonora, se integre por: 

 

PRESIDENTE: El Presidente de la Mesa Directiva en turno o de la Diputación 

Permanente; 

SECRETARIO: 

SECRETARIO: 

SECRETARIO: 

SECRETARIO: 

SECRETARIO: Juan José Lam Angulo 

SECRETARIO: Carlos Alberto León García 

SECRETARIO: José Ángel Rochín López 

 

 

Finalmente, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 124, 

fracción III de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Sonora, solicitamos se 

considere el presente asunto como de urgente y obvia resolución y se dispense el trámite de 

comisión para que sea discutido y decidido en su caso, en esta misma sesión. 
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ATENTAMENTE 

Hermosillo, Sonora a 31 de mayo de 2016. 

 

 

 

 

C. DIP. MOISÉS GÓMEZ REYNA 

 

 

 

 

C. DIP. JESÚS EPIFANIO SALIDO PAVLOVICH 

 

 

 

 

C. DIP. FERMÍN TRUJILLO FUENTES 

 

 

 

 

C. DIP. MARÍA CRISTINA MARGARITA GUTIÉRREZ MAZÓN 
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COMISIÓN DE ENERGIA, MEDIO AMBIENTE Y 

CAMBIO CLIMÁTICO. 

 

DIPUTADOS INTEGRANTES: 

SANDRA MERCEDES HERNÁNDEZ BARAJAS 

ANA MARIA LUISA VALDÉS AVILÉS 

JOSÉ LUIS CASTILLO GODINEZ 

CARLOS MANUEL FU SALCIDO 

JAVIER DAGNINO ESCOBOSA 

MANUEL VILLEGAS RODRÍGUEZ 

CARLOS ALBERTO LEÓN GARCÍA 

 

HONORABLE ASAMBLEA: 

 

A los suscritos diputados integrantes de la Comisión de Energía, 

Medio Ambiente y Cambio Climático, nos fue turnado para estudio y dictamen por la 

Presidencia de este Poder Legislativo, escrito presentado por los diputados Lina Acosta 

Cid, Célida López Cárdenas, Javier Dagnino Escobosa, Armando Gutiérrez Jiménez y 

Carlos Manuel Fu Salcido, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción 

Nacional de la LXI Legislatura de este Poder Legislativo, el cual contiene iniciativa con 

punto de Acuerdo, mediante el cual se exhorta al Director General de la Comisión Federal 

de Electricidad (CFE), y al Titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público del 

Gobierno Federal, a efecto de que en el marco de sus atribuciones competenciales, realicen 

las acciones conducentes para reclasificar la tarifa de energía eléctrica de uso doméstico 

que actualmente se cobra en los municipios de Agua Prieta, Nogales, San Luis Río 

Colorado, Cananea y General Plutarco Elías Calles, Sonora, a fin de que se cobre una tarifa 

con mayor subsidio federal y esté más acorde a sus condiciones climatológicas, lo que 

redunde en una mejora de la economía de las familias en estos municipios fronterizos. 

 

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 

85, 92, 94, fracciones I y IV, 97 y 98 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 

de Sonora, presentamos para su discusión y aprobación, en su caso, el presente dictamen al 

tenor de las siguientes: 
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PARTE EXPOSITIVA: 

 

La iniciativa presentada el día 03 de marzo del año en curso, por los 

diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, se motivo bajo 

los argumentos siguientes: 

 

“El tema que traemos hoy a ustedes no es nuevo, pero sigue siendo 

una demanda insistente y además justa de los habitantes y empresarios de Agua Prieta, San 

Luis Río Colorado, Nogales, Cananea, Plutarco Elías Calles: el tema de las tarifas de 

energía eléctrica por parte de la Comisión Federal de Electricidad (CFE). 

 

El pasado mes de enero un grupo de diputados de esta Sexagésima 

Legislatura estuvimos presentes en Agua Prieta, ocasión en que el sector empresarial nos 

reiteró esta añeja problemática. Por eso estamos hoy aquí, en atención al compromiso 

expresado ante ellos de llevar este asunto al Congreso. 

 

Muchos de ustedes conocen bien el tema, así que no voy a ahondar en 

detalles. 

 

Diremos que la petición en concreto es pedirle al Gobierno Federal 

que cambie la tarifa 1B para servicio doméstico en específicamente en los municipios de 

Agua Prieta y Nogales por una tarifa más acorde a las condiciones climatológicas que 

prevalecen a lo largo del año en estos municipios, lo que repercuta en un menor gasto por 

la electricidad y en una mejora para los bolsillos de los consumidores. 

 

En los municipios de Agua Prieta y Nogales predomina un clima 

semiseco-semicálido, condición que trae como consecuencia variaciones importantes en la 

temperatura ambiente a lo largo del año, sobre todo en las estaciones de verano e invierno. 

 

De acuerdos con datos de los sitios YahooWeather, WeatherChannel 

y, Meteored.com, recomendados por la CONAGUA como fuentes de información sobre el 

estado del tiempo en el territorio nacional, en Agua Prieta en los meses de mayo a octubre 

de 2015 se registraron temperaturas máximas alrededor de los 35 grados centígrados, 

llegando inclusive a los 40 grados en algunos días de junio. Por su parte, en los meses de 

noviembre a febrero se registran mínimas que van desde de los -2 hasta los -10 grados. 

 

El caso de Nogales no es muy diferente. Entre mayo y octubre las 

temperaturas máximas se ubicaron por arriba de los 34 grados centígrados, con máximas 

de 41 grados en junio. Mientras tanto en los meses de noviembre a febrero se registraron 

temperaturas mínimas bajo cero, de -1 grado a -7 grados. 

 

Por otra parte, algo muy similar sucede en el municipio de Cananea, 

cuando los pobladores de dicho municipio sufrieron las inclemencias del clima el pasado 

dos de febrero la sensación térmica alcanzo los -7 grados. 
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Estas son las condiciones climatológicas extremas que tuvieron que 

padecer los habitantes de estos tres municipios fronterizos en el último año. 

 

Como sabemos la CFE establece su escala de tarifas no sobre la base 

de valores máximos o mínimos de temperaturas sino sobre un promedio, otorgando mayores 

subsidios a quienes habitan en las zonas cálidas por el uso de aparatos de refrigeración. 

 

Sin embargo, estamos ante tres territorios que por sus características 

geográficas y climatológicas presentan temperaturas muy altas y muy bajas en el año, que 

al promediarlas se obtiene una temperatura “templada”, lo cual no refleja las condiciones 

de alto calor que se presentan en verano, ni de frío extremo en invierno. 

 

Esto automáticamente ubica a estos municipios en el segmento de 

tarifas altas, sin recibir ningún subsidio durante el verano, sin importar que la población 

requiera hacer uso de aparatos de aires acondicionados en sus domicilios para alejar el 

calor abrasador, ni tampoco importa que tengan que usar calentadores eléctricos en la 

temporada invernal para mitigar el frío congelante acompañado de hielo y nieve. 

 

En el caso específico de San Luis Río Colorado, si bien cuenta con la 

tarifa 1F, es indispensable que se contemple un mayor subsidio en beneficio de los 

habitantes del municipio, al tener este uno de los climas más extremosos de México. 

 

En los meses de junio, julio y agosto de 2015 las temperaturas 

máximas en San Luis Río Colorado rondaron entre los 43 y hasta los 47 grados centígrados 

a la sombra, mientras que en diciembre las mínimas se situaron en los 3 grados 

centígrados. 

 

Este calor extremo, provoca que incluso se emitan alertas para que la 

gente no salga a la calle para protegerse del sol y de una posible muerte por deshidratación 

o golpe de calor.  

 

Esta misma suerte corre las familias del el municipio de Plutarco 

Elías Calles se encuentra ubicado en una de las zonas más secas y calurosas de México, el 

Desierto de Altar, parte del gran Desierto de Sonora, es por ello que su clima es extremoso, 

todo el territorio registra un clima clasificado como muy seco semicálido; la temperatura 

media anual se registra en un rango de 20 a 22 °C  

 

Por ello contar con aparatos de refrigeración que funcionen las 24 

horas del día, es un asunto serio de salud para las personas, además de los altos costos 

económicos. Ante esto se hace indispensable que existan tarifas eléctricas que no lesionen 

los bolsillos de las familias. 

 

Es por eso que desde esta tribuna solicitamos al Gobierno Federal 

revisar estos casos particulares. Creemos que nunca es tarde para realizar ajustes a 

políticas generales cuando prevalecen condiciones específicas que ameritan replantearlas. 

 

https://es.wikipedia.org/wiki/M%C3%A9xico
https://es.wikipedia.org/wiki/Desierto_de_Sonora
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Hay que dejarlo claro. No se está pidiendo un trato especial o 

preferencial, ni mucho menos. Se está pidiendo un trato justo en atención a una situación 

real que afecta la economía de miles de familias en la frontera Sonora”. 

 

Derivado de lo anterior, esta Comisión somete a la consideración del 

Pleno de este Poder Legislativo el presente dictamen, mismo que se funda en las siguientes: 

 

CONSIDERACIONES: 

  

PRIMERA.- Es facultad constitucional y de orden legal de los 

diputados del Congreso del Estado, iniciar ante este órgano legislativo las leyes, decretos o 

acuerdos de observancia y aplicación en el ámbito jurisdiccional del Estado, atento lo 

dispuesto por los artículos 53, fracción III de la Constitución Política del Estado de Sonora 

y 32, fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo.   

 

SEGUNDA.- Conforme al orden jurídico local, es potestad 

constitucional exclusiva de este Poder Legislativo aprobar toda clase de leyes, decretos y 

acuerdos de observancia y aplicación en el ámbito territorial del Estado, siendo materia de 

ley toda resolución que afecte a las personas en general, de decreto la que otorgue derechos 

o imponga obligaciones a personas determinadas y de acuerdo los demás casos, lo anterior 

de conformidad a lo dispuesto en los artículos 52 y 64, fracción XLIV de la Constitución 

Política del Estado de Sonora.  

 

TERCERA.- El Poder Legislativo del Estado tiene la atribución de 

velar por la conservación de los derechos de los ciudadanos y habitantes del Estado y 

proveer, por cuantos medios estén a su alcance, a su prosperidad general de conformidad 

con el artículo 64, fracción XXXV de la Constitución Política del Estado de Sonora.  

 

CUARTA.- La energía eléctrica es un servicio imprescindible para 

todos los ciudadanos ya que la inmensa mayoría de las actividades que desempeñamos hoy 

en día requerimos de su uso. Actualmente el uso de la electricidad es fundamental para 

realizar gran parte de nuestras actividades; gracias a este tipo de energía tenemos una mejor 
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calidad de vida. Con tan solo oprimir botones obtenemos luz, calor, frío, imagen o sonido. 

Su uso es indispensable y difícilmente nos detenemos a pensar acerca de su importancia y 

de los beneficios al utilizarla eficientemente. 

 

El ahorro de energía eléctrica es un elemento fundamental para el 

aprovechamiento de los recursos energéticos; ahorrar equivale a disminuir el consumo de 

combustibles en la generación de electricidad evitando también la emisión de gases 

contaminantes hacia la atmósfera. 

 

Ahorrar y usar eficientemente la energía eléctrica, así como cuidar el 

medio ambiente, no son sinónimo de sacrificar o reducir nuestro nivel de bienestar o el 

grado de satisfacción de nuestras necesidades cotidianas, por el contrario, un cambio de 

hábitos y actitudes pueden favorecer una mayor eficiencia en el uso de la electricidad, el 

empleo racional de los recursos energéticos, la protección de la economía familiar y la 

preservación de nuestro entorno natural. 

 

De ahí la importancia de ahorrar y no derrochar la energía, ya que 

ahorrar energía no es sólo ayudar a mejorar y proteger el medio ambiente también 

ahorrando energía ayudamos a mejorar nuestra economía doméstica. Para eso hay que 

promover con más empeño el ahorro y la eficiencia energética en todos los sectores del 

país, para proteger el ambiente, promover la salud y el ahorro de dinero, contribuyendo al 

desarrollo sostenible. 

 

Sin embargo, en nuestro Estado, por lo que respecta al sentir de la 

población sobre la prestación del servicio de energía eléctrica, son constantes los reclamos 

pues se considera que las formas con la que se calcula o se determina el cobro por consumo 

de energía eléctrica, no obedecen a las condiciones climatológicas, económicas ni mucho 

menos sociales, pues es generalizado el sentir de que dichos cálculos son con sentido 

recaudatorio y no como prestación de un servicio.   
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Así pues, es importante mencionar los factores que determinan el 

monto a pagar por concepto de tarifa eléctrica, los cuales son determinados por la Comisión 

Federal de Electricidad. La CFE basa el cobro de sus tarifas en la temperatura de cada 

región, ya sean tarifas de verano o invierno y el consumo de kilovatios por hora. 

 

Por lo tanto, el pago por consumo de energía eléctrica en la mayoría 

de los hogares sonorenses representan un amplio porcentaje del gasto familiar, situación 

derivada de las inadecuadas tarifas eléctricas que se asignan a las distintas regiones, siendo 

precisamente esta problemática la que motiva la iniciativa sometida al dictamen de esta 

comisión. 

 

Ahora bien, conforme al planteamiento realizado por los diputados 

que inician, se determinó por parte de esta dictaminadora, que el criterio para fijar tarifas de 

energía eléctrica debe de considerar diversos factores, los cuales deben ir acordes a los 

estudios que se realicen para medir el costo de la generación de energía, la situación 

socioeconómica de la población del País, la situación climatológica de la diversa geografía 

nacional, debiendo realizarse por un grupo interdisciplinario con representatividad plural, 

es decir, se requiere  un sistema tarifario transparente, justo y acorde a las necesidades de 

cada región. 

 

Específicamente a los municipios de Agua Prieta, Cananea y Nogales 

se les asigna la tarifa 1B, la cual calcula Temperatura Media Mensual en verano de 28 

grados centígrados como mínimo, y a los municipios de San Luis Río Colorado y Plutarco 

Elías Calles, le son asignadas la tarifa 1F, misma que calcula una temperatura media 

mensual en verano de 33 grados centígrados como mínimo. De tal modo que, entre más 

calor más benévola habrá de ser. Siendo que en dichos municipios se alcanzan temperaturas 

mayores durante los meses de verano y un descenso sumamente drástico durante el 

invierno, llegando a registrar varios grados bajo cero. En tal sentido, durante todo el año los 

habitantes de dichas poblaciones hacen uso de la energía eléctrica para minimizar los 

efectos del calor o del frío. 

 



 Mayo 30, 2016. Año 10, No. 814 

En el mismo sentido, esta comisión dictaminadora considera 

adecuado, incluir a los municipios de Guaymas, Empalme, Puerto Peñasco y Caborca, 

independientemente que, en el caso de los dos primeros ya se ha anunciado la aplicación de 

una tarifa 1F más adecuada para el clima de la región Guaymas-Empalme, aún no hemos 

sabido que se haya aplicado efectivamente, por lo que el exhorto sobre estos municipios se 

plantea con el propósito de agilizar los trámites que puedan quedar pendientes. 

 

Por otro lado, en lo que respecta a los municipios de Puerto Peñasco 

y Caborca, tenemos que se les continua aplicando una tarifa 1E por no superar los 

promedios que la tarifa exige, toda vez que, en el primero de los casos, la temperatura 

promedio anual es de 15.3° centígrados, siendo el mes de agosto es el más caluroso 

promediando 27.7° centígrados, mientras que el más frio lo es el mes de Enero que 

promedia 12.4° centígrados. En el segundo de los casos la media anual es de 21.0° 

centígrados, teniendo que el mes más caluroso es Julio con un promedio de 30.5° 

centígrados y el más frio es Enero con 11.7° centígrados promedio. Sin embargo, los topes 

climatológicos en ambos municipios en época de calor llegan fácilmente a los 40° 

centígrados y en época invernal bajan a los 0° centígrados, son estos extremos los que no 

permiten que las temperaturas se mantengan en una media que puede hacer pensar que se 

trata de un clima confortable, cuando no es así. 

 

 Es oportuno indicar que, independientemente de las estrategias del 

Gobierno Federal para eliminar paulatinamente el subsidio a las tarifas de energía eléctrica, 

este Poder Legislativo siempre se ha manifestado, junto con la sociedad civil,  ya sea 

mediante exhortos a las autoridades federales, para la búsqueda de  mecanismos que vengan a 

solucionar esta situación, siendo la materia del presente dictamen un paso más para alcanzar 

la fijación definitiva de tarifas eléctricas justas para todos los mexicanos. 

 

En vista de los anterior, resulta inadmisible la tarifa que se ha 

asignado a estos municipios por parte de la Comisión Federal de Electricidad y, por lo 

tanto, se deben reclasificar a fin de poder ofrecer a los usuarios un adecuado cobro por 

concepto de energía eléctrica. 
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En consecuencia, con de conformidad con lo dispuesto por el artículo 

52 de la Constitución Política del Estado de Sonora, sometemos a consideración del Pleno 

la siguiente propuesta con punto de: 

 

A C U E R D O  

 

ÚNICO.- El Congreso del Estado de Sonora resuelve exhortar al Director General de la 

Comisión Federal de Electricidad (CFE), Doctor Enrique Ochoa Reza, y al Titular de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público del Gobierno Federal, Doctor Luis Videgaray 

Caso, a efecto de que, en el marco de sus atribuciones competenciales, realicen las 

acciones conducentes para reclasificar la tarifa de energía eléctrica de uso doméstico que 

actualmente se cobra en los municipios de Agua Prieta, Nogales, San Luis Rio Colorado, 

Cananea, General Plutarco Elías Calles, Guaymas, Empalme, Caborca y Puerto Peñasco, 

Sonora, a fin de que se cobre una tarifa con mayor subsidio federal y esté más acorde a sus 

condiciones climatológicas, lo que redunde en una mejora de la economía de las familias 

en estos municipios. 

 

 

Finalmente, de conformidad a lo dispuesto por el artículo 127 de la 

Ley Orgánica del Poder Legislativo, se solicita que el presente dictamen sea considerado 

como de obvia resolución y se dispense el trámite de segunda lectura, para que sea 

discutido y decidido, en su caso, en esta misma sesión. 

 

 

SALA DE COMISIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO 

"CONSTITUYENTES SONORENSES DE 1917" 

Hermosillo, Sonora, a 17 de Mayo de 2016. 

 

 

 

 

C. DIP. SANDRA MERCEDES HERNÁNDEZ BARAJAS 

 

 

 

 

C. DIP. ANA MARIA LUISA VALDÉS AVILÉS 
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C. DIP. JOSÉ LUIS CASTILLO GODINEZ 

 

 

 

 

C. DIP. CARLOS MANUEL FU SALCIDO 

 

 

 

 

C. DIP. JAVIER DAGNINO ESCOBOSA 

 

 

 

 

C. DIP. MANUEL VILLEGAS RODRÍGUEZ 

 

 

 

 

C. DIP. CARLOS ALBERTO LEÓN GARCÍA 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

NOTA DEL EDITOR: Las iniciativas y posicionamientos de los diputados se publican en 

los precisos términos en los que son enviados por quienes los suscriben.  

 


